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INTRODl;CCIÓK 

Una de las ideas más fecundas y de mayor trascendencia en la ciencia 
jurídica, es sin duda la que toma el derecho positivo como una expre­
sión formal de contenido variable, regida por preceptos fundamentales 
que se hallan en relación constante con la realidad objetiva. Esta con­
cepción positivista fluye en distintas direcciones, comunicando impor­
tantes motivos de estudio que urge conocer. Sólo así podremos compe­
netrarnos de la auténtica significación de la historia del derecho y de 
los móviles de su variedad en el espacio, siempre solicitada por una 
fuerla de unificación; y así estaremos además en aptitud de interpre. 
tar la reacción contra el dominio absoluto de sus reglas, para deducir 
la verdadera posición del Juez frente a los mandatos de la ley o el justo 
medio en que debe colocarse, según la expresión de Hans Reichel. 

La evolución histórica del derecho nos muestra las causas de su for_ 
mación; y de ellas podemos colegir su ohjeto y sus características, así 
como los elementos de su composición .. 

La necesidad de satisfacer los intereses comunes y particulares en una 
forma eficiente y equitativa a fin de mantener la armonía social, ha su­
gerido la idea de una ordenación jurídica compuesta de normas abstrac­
tas y obligatorias, destinadas a prever todos los casos en que la vida de 
relación se manifiesta: los hechos naturales y los actos voluntarios, líci­
tos e ilícitos que pueden ser fuente de derechos y obligaciones. 

El orden jurídico así concebido, ha sido producto de largas experien. 
cias y ha venido a substituirse a la acci6n privada y a la voluntad más 
o meno, arbitraria del poder público. Su objeto e, proteger el goce de 
los bienes para asegurar los fines que persigue la sociedad. 

Por esta razón Van ni y Rocco enumeran entre los caracteres específi. 
cos de la norma jurídica, el de su generalidad o universalidad y el de 
ser garantía ue bienes o tutela de intereses, y por tanto, necesariamente 
'Ohligatoria. Pero la garantía que proporciona la norma en su aspecto 
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620 ADALBERTO GALEANA SIERRA 

sustantivo, es una garantía mediata, que se agota en su expresión abs­
tracta, y requiere las más de las veces para su realización efectiva, de 
formas tutelares complementarias. 

Los conflictos que surgen entre particulares, bien por incertidumbre 
de las leyes, por inobservancia o incumplimiento de las obligaciones o 
por la urgencia de constituir ciertos derechos, pueden ser solucionados 
de modo extrajudicial. 

Cuando esto no es posible y se ocurre a la autoridad del Estado, éste 
interviene por medio de órganos especiales e independientes que ejer­
cen la función jurisdiccional, para extraer de la nonna una solución 
concreta en relación con los hechos que se determinen en el proceso, 
tarea de conocimiento que se desarrolla generalmente dentro de un sis­
tema reconstructivo y que culmina con el contenido de una resolución, 
que en concepto de Bülow, se forma a base de una relación lógica, pero 
no se reduce a un simple silogismo. 

La sentencia, como voluntad concreta, diferénciase de la ley y obliga 
con fuerza mayor a la de una simple nonna abstracta. Toda decisión 
lleva implícita una energía inmanente que se manifiesta en una simple 
declaración, en una preservación o constitución de derechos O en una 
condena. En esta última se reunen las dos funciones esenciales de la 
sentencia: la de hacer cierto el derecho con todas las prerrogativas que 
son inherentes a esa certidumbre y la de preparar la ejecución forzada, 
formando la convicción del Juez para una nueva actuación de la ley. 

Esta seguridad jurídica que reside en la sentencia, es la que en el tec­
nicismo moderno se llama "la fuerza material del derecho", expresión 
con que se quiere indicar la esencial finalidad del proceso, la cual tiende 
a la satisfacción efectiva de las relaciones ya definidas. 

La ejecutoriedad es una fuerza potencial, presta a desarrollarse a ins­
tancia de parte legítima. no como simple facuItad de imperio cualita­
tivamente diversa de la jurisdicción. sino como actividad jurisdiccional, 
ya que ésta, como advierte Chiovenda, no es más que un complejo de 
actos de imperio agrupados para un cierto fin que lo caracteriza. 

En nuestro derecho las medidas ejecutivas se reparten entre el Juez 
Titular y el Juez Ejecutor. Al primero corresponden las más importan­
tes, y al segundo, las más simples y mecánicas. Pero ambas actividades 
son concordantes y complementarias. 

Las diferencias específicas entre la jurisdicción y el acto administra­
tivo Do son de este lugar; pero sí es conveniente anotar que las funcio­
nes primordiales del Estado tienden a la conservación del bienestar y de 
la utilidad comunes por medio del Derecho Político, y a la creación 
de esos bienes mediante el Derecho Administrativo. El Estado tiende 
también a la conservación de la seguridad jurídica por el Derecho Pri­
vado y el Penal, y a la creación de esa seguridad por el Derecho Pro­
cesal. 
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TEORtA DE LA EJECUCI6N FORZADA 62' 

De manera que cuando el poder legislativo crea normas, éstas llevan 
en su generalidad una garantía primaria, y el Derecho Procesal por me­
dio de la individualización de las normas le da vida a esa garantía, la 
cual se agota a veces en la sentencia d~cIaratorja, pero en otras, requiere 
de las medidas coercitivas para crear la seguridad jurídica. Sentado· 
esto, podemos decir con Calamandrei que "el ¡in preeminente de la ju­
risdicción es, en el sistema de legalidad, el de hacer observar el derecho 
objetivo en sus preceptos individualizados; pero en esta fórmula es ne­
cesario colocar el acento especialmente en las palabras hacer obseroar~ 
las cuales quieren expresar aquel carácter subsidiario y se podía tlecir 
eventual, que tiene la jurisdicción, la cual se mueve para hacer respe­
tar el derecho sólo cuando aquellos a los cuales el derecho en concreto 
se dirige, no han sabido o no han querido respetarlo por sí mismm;· 
con la subentendida premisa de que en el sistema de la legalidad, el Es­
tado encomienda en primer término la observancia a la civilidad de los. 
ciudadanos )' los educa en la libertad esperando que ellos la compren­
dan y la observen sin necesidad de intervención del Juez". 

Cuando a pesar de existir una obligación exigible, no hay cumpli­
miento voluntario del deudor, funciona entonces el mecanismo de la 
ejecución forzada, cuyo sistema aún uefectuoso, guarda nexos invisibles. 
entre sus nociones, que al deslindarse de otras figuras análogas ha de 
abrir insospechados horizontes en la Teoria General del Derecho. 

Intentar un ensayo de revisión sobre esas nociones, siquiera incom· 
pleto, para reducirlo a simples notas de orientación, es sin duda üna 
osadía, sólo explicable por el deseo de corresponder a una inmerecida 
distinción de la "Comisión Organizadora" de estas conferencias, tan dig­
namente presidida por nuestro compañero Raúl Carrancá y TrujilJo. 

He pensado además, que si no por la vitalidad subjetiva de las ideas 
y sugestiones aquí vertidas, al menos por su trascendencia, no carezca 
de interés un tema 'que como éste proporciona vivos ejemplo..'l:, y que por 
su propia densidad jurídica tiene una profunda penetración en la juris­
prudencia. 

1 

EL PROCESO DE EJECUCIÓN 

A) ESTRUCTURA DEL PROCESO DE EJECUCIÓN 

Varía el procedimiento en atención a las exigencias de la defensa y 

del derecho de impugnación. Las normas constitucionales que establ~­
cen la garantía de la audiencia y las formas esenciales del procedimien­
to, tienen en su aplicación una variedad concordante con la necesidad 
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622 ADALBERTO CALEANA SIERRA 

de respetar los derechos frente a la oposición legítima de los interesa­
dos. 

Las cuestiones complejas y difíciles merecen una amplia substancia­
ción para que dentro de ellas se desarrolle la investigación tan extensa 
como sea posible. a fin de dar una mutua y equilibrada garantía a los 
derechos en conflicto. 

Los negocios simples o urgentes hallan cabida en la substanciación 
sumaria. Las cuestiones incidentales que surgen en los juicios se re­
suelven en forma sumarísima. 

Por último, los puntos jurídicos y los que se refieren a hechos que 
constan de autos, se deciden de plano. sin necesidad de oír a las partes, 
porque estos trámites retardarían injustificadamente la secuela del pro­
ceso. Un depositario judicial, por ejemplo, es removido de plano cuan­
do deja de rendir la cuenta mensual o la presentada no es aprobada; 
(.uando no ha manifestado su domicilio o el cambio de éste, o cuando 
tratándose de bienes muebles no pone en conocimiento del Juzgado, 
dentro de las cuarenta y ocho horas que siguen a la entrega, el lugar 
en donde quede constituido el depósito. (Artículo 559 del Código de 
Procedimientos Civiles), sin que en ninguno de estos casos pueda ha­
blarse de violación a la garantía de la audiencia, ¡x>rque estando com­
probada la causa de la medida, nada hay que discutir, y si hubiera 
a!glÍn error, bastaría el derecho de impugnación que mediante los re­
cursos concede la ley para que quedaran garantizados los derechos de 
defensa. 

y cuando agotada la investigación y después de pesar las razones eX­
puestas por las partes, se pronuncia sentencia definitiva, que pasa por 
el tamiz de las revisiones superiores, entonces la resolución alcanza la 
autoridad de cosa juzgada, la discusión llega a sus límites naturales y 
la ejecución se reduce a una actuación que va directamente a la satis­
facción de las prestaciones debidas. 

Cuando las mismas partes han reconocido como legítima y existente 
una obligación y han definido su exigibilidad, hay una fuerte presun­
ción sobre la certidumbre de los derechos, y la responsabilidad sobre 
los bienes obra automáticamente como medida preventiva de conserva­
ción, sin que obsten las garantías de audiencia, porque este derecho ha 
de entenderse sin desviaciones inútiles o nocivas a la buena marcha de 
la administración y al principio de economía que rige en todo proce­
dimiento. 

De esta manera, la ejecución se extiende desde los simples actos pre­
paratorios hasta el juicio ejecutivo que en nuestro derecho admite todas 
las defensas, salvo los medios de precaución que se toman para asegurar 
los derechos presuntivamente legítimos, a fin de evitar que sean viola­
Jos mediante' ocultaciones o enajenación fraudulentas. 

Las variantes que presenta el proceso ejecutivo derivan precisamente 
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TEOR1A DE LA EJECUCIóN FORZADA 623 

de la especial distribución de sus elementos y de los actos que en él se 
desarrollan. 

En la ejecución, los poderes del Juez tienen, por regla genera], un 
carácter final o instrumenta!, que se ejercen mediante actos de intima­
ción o requerimiento, de órdenes de cumplimiento, y en su caso, de co­
acción o ex,propiación, estando estos poderes regidos en cierta forma pOI 
la iniciativa de las partes, las cuales tienen ya una posición distinta, pues 
mi,entras el ejecutante representa una situación activa, el ejecutado po­
see derechos más o menos limitados, según el grado de certidumbre que 
presente el título ejecutivo. Por esta razón habla Chiovenda de una 
l'elación proce~al distinta de la que se establece en el procedimiento de 
(agnición. 

H) FORMAS DE EJECUCIÓN 

El proceso puede interpretarse no sólo como una simple sucesión de 
actuaciones y como relación jurídica, sino también como medio con el 
cual aplicando las leyes se concede la tutela jurídica a una de las par-
1("5; y desde este último sentido es el medio en que se desarrolla la ac­
ción del ejecutante para obtener el cumplimiento efectivo de una pres­
tación que tiene la debida certidumbre y exigibilidad, bien por su propia 
índol'e, porque así 10 han reconocido auténticamente los interesados o 
porque tales requisitos derivan de una sentencia que ha causado eje­
nItoria. 

En este último extremo el procedimiento no es más que una conti­
nuación del juicio de conocimiento y se distingue }X>r su celeridad, ya 
que, agotada la discusión, la actio judicati se dirige rectamente a la ejc­
Lución de 10 que ha sido juzgado y sentenciado. 

En cambio, la acción ejecutiva admite en nuestra legislación una subs­
tanciación más extensa. Dentro de su forma swnaria se comprenden 
Ladas las excepciones que puede oponer el deudor. La acción hipote­
caria se desanolla también sumariamente con algunas ligeras diferen­
cias, en concordancia con la naturaleza de los derechos que protege. 

Finalmente, el concurso de acreedores toma la estructura de los jui­
cios universales, que tienen por objeto la protección de intereses comu­
nes, mientras las acciones preventivas se concretan al aseguramiento de 
bien~s, como una medida precautoria que va a surtir sus efectos en el 
juicio a que hace relación. 

El procedimiento ejecutivo puede no tener como antecedente la sen­
tencia, sino cualquier otro título que traiga aparejada ejecución, por­
que la acción que le da impulso, es independiente de la relación jurí­
dica substancial que le sirve de fundamento. 

"La autonomía del proceso de ejecución, dice Alsina, tiene su prime­
ra manifestación concreta en la naturaleza de la acción ejecutiva. De 
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624 ADALBERTO GALEANA SIERRA 

acuerdo-con el principio dispositivo que inspira el régimen procesal en 
materia civil, el órgano jurisdiccional no actúa de oficio en el proceso 
de ejecución, sino a pedido de un acreedor que ejercita la acción emer· 
gente de un título ejecutivo. Pero la acción ejecutiva puede tener 511 

origen en un título distinto de la sentencia, y, por consiguiente, puede 
faltar el proceso de conocimiento, de donde resulta que la acción eje. 
cutiva es independiente de la relación substancial y se acuerda al po­
lJeedor de un título ejecutivo, con prescindencia de toda consideración 
robre la legitimidad del derecho que se pretende hacer valer". 

Este pensamiento, tomado de Chiovenda, refleja con perfecta cIari­
dad la verdadera naturaleza del proceso de ejecución. 

C) MEDIOS EJECUTIVOS 

La ejecución forzada es la adecuación de medios para obtener en for­
ma efectiva el cumplimiento de las obligaciones del deudor o la corres­
pondiente responsabilidad. 

Los medios elegidos por la ley son directos o indirectos con respecto 
a la persona del obligado. ,Los primeros consisten en procedimientos de 
apremio o de coacción que se emplean dentro de los limites del derecho 
constitucional para presionar la voluntad del deudor; y los segundos, 
prescindiendo de su participación o su anuencia, tienden a la aprehen­
sión de los bienes que reclama el acreedor, o bien al apoderamiento 
de las cosas muebles o inmuebles del deudor, para convertirlas en dinero 
a fin de satisfacer las obligaciones. 

Medios de subrogación llama Chiovenda a los que se dirigen contra 
los bienes. y aunque el distinguido autor presenta como independientes. 
tales medidas, en la práctica suelen combinarse, como cuando habiendo 
prosperado un interdicto de recuperar, el Juez ordena que se le dé po­
sesión al reclamante; entonces. si el despojante se opone a la determina­
ción, se puede emplear la fuerza pública como medida de apremio para 
vencer su resis tenda. 

Todo depende de la naturaleza de la prestación y de las circunstan­
cias concurrentes. 

Las obligaciones de dar recaen unas veces en cosas ciertas y determi­
nadas (ca.-pus), que pueden ser muebles o inmuebles, y otras en dinero 
o cosas indeterminadas (genus). 

La prestación puede consistir en una actividad del obligado (obliga­
ciones de hacer) o en una abstención de actividad determinada (obli. 
gaciones de no hacer). 

La ley procesal señala los medios de ejecución para cada género de 
obligaciones dentro de un criterio de posibles equivalencias; pero para 
precisar la genuina significación de sus preceptos. es necesario conocer 
fas nociones que supone y la extensión de sus normas fundamentales. 
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Ante todo importa saber si una prestación es o no fungible, es decir 
si es o no susceptible de substitución, pues siéndolo, se aplica al método 
de subrogación, cuya medida específica más im'portante es la expropia. 
ción. 

Los procesalistas se han afanado en descifrar cuál es la verdadera 
naturaleza jurídica de la expropiación. 

En sentido de procedimiento, la expropiadón es un conjunto de ac­
tos preparatorios de indisponibilidad provisional de los bienes del deu­
dor; pero en estricto sentido significa una venta judidal. 

¿Pero cuál es el fundamento de la expropiación y cuáles 105 nexos que 
la ligan a la ejecución? 

El derecho de crédito tiene una garantía, una especie de prenda ge­
neral en el principio que consigna el artículo 2964 del Código sustan_ 
tivo, según el cual, el deudor rresponde del aunplimiento con todos sus 
bienes, con excepción de aquellos que, conforme a la ley, son inaliena­
bles o no embargables. Este precepto, al reformar el Código anterior, 
que en Su artículo 1928 sólo establecía que el deudor estaba obligado 
a pagar con todos sus bienes presentes y futuros, vino a purgar el sii­
tema, extirpando el viejo error que confunde el derecho subjetivo ma­
terial con el derecho subjetivo procesal, la obligación con la responsabi­
lidad. La norma que impone el deber de cumplir con lo expresamente 
pactado, ya estaba contenida en la ley. Faltaba formular el principio 
que implícitamente faculta al acreedor para pedir la expropiación, co­
mo medio de obtener la realización del derecho de prenda general, que 
tal es el objeto de la ejecución forzada. 

y esa facultad se desarrolla en el proceso, dando fundamento a la 
vcnta judicial, que es una enajenación que puede hacerse por persona 
distinta del propietario, como lo es el Estado, personificado por el ór­
gano ejecutivo. ¿Pero en virtud de qué derecho? "No como propietario, 
dice Chiovenda, porque el Estado, (a diferencia de ]0 que ocurre en 
la confiscación, acto jurídico con el cual se realiza un derecho a la pro­
piedad por las leyes, por razones especiales sobre detenninados bienes), 
no hace suyos los bienes del deudor, sino que los vende directamente al 
adjudicatario, sin que con esto, por otra parte, realice ningún derecho 
a la propiedad, que pueda decirse que le corresponda. N o como poder 
porque el Estado no tiene en absoluto, por su naturaleza y por su fun­
ción, la facultad de vender los bienes de los ciudadanos, sino, por el 
contrario, la Constitución garantiza a éstos la propiedad inviolable. El 
Estado no puede, pues, adquirir el poder de vender los bienes ajenos 
sino en cada caso, en virtud de especiales exigencias de su función y me­
diante un acto realizado de acuerdo con las leyes, que la ley llama ex· 
propiación y que precisamente se trata de explicar. Más cerca de la 
verdad me parece la doctrina, ya abandonada, pero recientemente vuelta 
a formular de manera nueva, según la cual la venta judicial sería un 
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contrato en el cual la autoridad quiere en lugar del expropiado. Pero 
si con esto se quiere decir, como antes se entendía, que la autoridad 
fuerza al expropiado a querer, se tiene en cuenta es verdad, el elemento 
coercitivo inherente a la expropiación forzosa, pero se afinna una cosa, 
que si no imposible, no es verdadera, porque la expropiación prescinde 
de la voluntad del expropiado. Si además se quiere indicar que la auto· 
ridad representa al expropiado, se dice una cosa incompatible con la 
plena capacidad que el expropiado conserva y con la naturaleza de 
la expropiación, que está por entero dirigida contra el expropiado, acle. 
más de olvidar el elemento coercitivo que en la expropiación es funda­
mental", 

De las anteriores reflexiones conduye Chiovenda, que la expropia­
ción tiene por objeto, no inmediatamente la propiedad, sino la facultad 
de vender, partiendo de esta simple observación: y es que la facul­
tad de disponer de un derecho es COSa distinta del derecho de que se 
dispone. 

Extremando nuestro análisis, podemos aún dedr, que la plenitud del 
derecho de propiedad comprende la capacidad y el poder jurídico de 
disposición, que son cualidades distintas y separables. La capacidad es 
calidad de la persona que reúne ciertos requisitos. La disponibilidad 
es una facultad sobre el derecho. Por regla general el poder de dispo­
sición corresponde al ti tular, pero puede estar limitado O pasar a otra 
persona. El síndico autorizado para vender, tiene un poder de disposi­
ción sobre bienes ajenos. 

En el procedimiento de ejecución el derecho de disposición del deu­
dor sufre restricciones. Por virtud del embargo ,queda privado de la 
posesión material y de la administración de la cosa, pero conserva su 
facultad de disposición aunque limitada: puede vender para pagar al 
acreedor embargante, pero no puede hacerlo para burlar sus derechos. 
Así se desprende de los textos de la ley. El artículo 584 del Código Pro­
cesal Civil que faculta al ejecutante para pedir una teroera subasta sin 
sujeción a tipo, agrega, que si hubiera quien ofrezca menos de las dos 
tercias partes del precio que sirvió de base a la segunda subasta, con 
suspensión del fincamiento del remate, se hará saber el precio ofrecido 
al deudor, el Cl~al dentro de los vdnte días siguientes, podrá pagar al 
acreedor librando los bienes o presentar persona que mej<>re la postura. 

Los artículos 2173 y 2179 de la ley sustantiva declaran. respectivamen­
te" que es anulable el, acto o contrato celebrado en los treinta días an­
teriores a la declaración judicial de la quiebra o del concurso, y que 
tuviere por objeto dar a un crédito ya existente una preferencia que no 
tiene; que se presumen fraudulentas las enajenaciones a título oneroso 
hechas por 'aqueI1as personas contra quienes se hubiese pronunciado 
antes sentencia condenatoria en cualquiera instancia, o expedido man-
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uamiento ue embargo de bienes, cuando estas enajenaciones perjudican 
los derechos de su!'> acreedores. 

Por consiguiente, el poder jurídico de disposición lo conserva el deu­
dor; pero en caso de enajenación de los bienes embargados, pesa sobre 
él una presunción de fraude y una amenaza de invalidez de la operación, 
que afectaría también al tercero adquirente, quien no podría alegar ig­
norancia, porque el embargo se inscribe en el Regi~tro Público de la 
Propiedad. 

El proct.:-dimiento de ejecución no es más que un sistema de limita­
ciones provisionales sobre la di~ponibilidad, limitaciones que, por su 
propia naturaleza, no pueden incluirse dentro de la categoría de gra­
vámenes reales. Su objeto es ante todo evitar enajenaciones fraudulen~ 
tas; y por ello la idea de interpretar el embargo de inmuebles como una 
hipot,eca judicial carece de fundamento científico, 

Sus efectos los señala con entera precisión Caravantes cuando dice: 
"Como el embargo de bienes es a veces, y mucho más en el juicio ejc~ 
cutivo, un preliminar de su enajenación para hacer pago con ellos al 
acreedor, que promovió el juicio, previene la ley para evitar enajena. 
ciones y gravámenes fraudulentos que se hicieran sobre los mismos, con 
perjuicio de otras personas que ignorasen el embargo. que de todo em~ 
bargo de bienes raíces se tomará razón en la contaduría de hipoteca<; 
del partido, liberando al efecto el oportuno mandamiento por dupli. 
cado; uno de ellos después de diligenciado se unirá a los autos, y el otro 
quedará en la expresada contaduría", 

En la exposición de l\fotivos de la Ley Hipotecaria Española que en 
Jo conducente transcribe Borja Soriano, como parte fundamental de su 
estudio sobre la materia, publicado en la Revista de Vázquez del Mer~ 
cado, tamhién se explica: "que el acreedor que obtiene a su favor una 
anotación preventiva, cuyo objeto sea garantizar las consecuencias de 
un falIo, sólo gozará de preferencia sobre los que tengan contra el mis. 
mo deudor otro crédito, contraído con posterioridad a la anotación. Ni 
podría ser de otra manera sin violar los principios de la justicia. El 
que contrata y no exige hipoteca, se contenta con la garantía que le da 
el crédito personal del deudor y no debe tener preferencia alguna sobre 
los que se haIlan en el mismo caso". 

Por eso es que cuando al remate ocurren otros acreedores, el ejecu~ 
tante ocupa el lugar que le corresponde confonne a las reglas del con~ 
curso. 
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II 

LA V/A DE APREMIO 

A) LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA 

Deda Sócrates que el Estado no podría subsistir si las sentencias pro­
nunciadas no tuvieran fuerza y pudieran ser invalidadas por los parti­
culares. Y en verdad que la fuerza del derecho y el respeto a las insti. 
tuciones es tan esencial para el orden jurídico, que bien puede decirse 
que es la razón de su existencia. 

Por eso es que la necesidad de dar cumplimiento a las reS'OIuciones 
judiciales fue sentida desde los antiguos tiempos. En Roma, durante 
el perlado de las legis acticmes, el que era condenado al pago de una 
cantidad de dinero quedaba expuesto al procedimiento de la manus­
injeotio" que consistía en que el acreedor llevaba al deudor in jus y des­
pués de pronunciar las palabras solemnes de su acción en las que ex­
presaba la causa de la persecución y el importe de la condena, ponía 
la mano sobre él en señal de dominio, pues por efecto de la ejecución 
era sometido el deudor a la esclavitud y el ejecutante podla disponer 
de él libremente. El deudor no se sustraía a esos rigores de la acción, 
si- no transigía o encontraba una persona que respondiera de la deuda. 

En el período formulario la manus injectia fue substituida por la 
actio judicati. Conforme a esta acción cuando el deudor no pagaba 
dentro de sesenta días, se procedía a la ejecución de la condena. Sí el 
deudor negaba el juicio, prevía caución que otorgara, el Magistrado da­
ba un Juez a las partes para que resolviera la oposición. Si el deudor 
sucumbía era condenado al doble, a semejanza de 10 que ocurría con la 
rMnus injectio. Si no negaba la validez del juicio ni prestaba caución, 
se procedía a la ejecución sobre su penona y sus bienes; pero si se opo­
nía nuevamente, se repetía el procedimiento de investigación. 

En estas reminiscencias históricas se descubren dos cosas importantes: 
que la sentencia era el resultado de una novación, y que sólo que el 
deudor confesara tenía lugar la ejecución, de otra manera las nuevas 
cuestiones que surgían debían ser decididas por un Juez en otro juicio 
COn la sanción de la doble pena, y asl se hubieran podido reproducir 
los juicios indefinidamente, a no ser por la oportuna intervención de los 
pretores, ,que con sus amplios poderes remediaban los errores del sis­
tema. 

La vieja idea de novación 'que se operaba en la litis contestatio y que 
se reflejaba en la sentencia ha sido definitivamente proscrita. La litis 
cantestatia fue respuesta por la relación jurídica que se articula al sis-­
tema con mayor exactitud. Ya nadie admite que en la resolución defí-
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lutlva haya una obligación distinta de la originaria. Hay si se quiere 
una nueva situación jurídica. Al resolverse el litigio se agota la acción, 
pero la primitiva obligación queda viva, asistida no ya por la garantía 
de una decisión, sino por otra más definida y enérgica: la de responsa­
bilidad. La sentencia por ello tiene titularidad ejecutiva. 

Las sentencias del Distrito y Territorios se deben ejecutar por el mis­
mo Juez que las dictó, conforme a las reglas que la ley establece y que 
no son más que el desenvolvimiento de los lineamientos enunciados en 
este trabajo. 

Para que los Jueces del Distrito y Territorios cumplimenten las eje­
cutorias que provengan de los Estados y del extranjero, se requiere, apar­
te de la autenticidad del título y exigibilidad del derecho, que se ha_ 
:'an llenado ciertos requisitos esenciales tanto en el emplazamiento como 
en los exhortos, y que además, no se contraríen las leyes locales. 

B) NATURALEZA Y EFECTOS DEL EMBARGO 

Cuando el deudor no cumple en el término que se le fija en la sen­
lencia o en el convenio judicial, Se abre el procedimiento de ejecución 
que va directamente a asegurar el cumplimiento. 

Cuando se trata de una cantidad de dinero se embargan al deudor 
hienes bastantes para cubrir la suerte principal y sus accesorios. Esto 
quiere decir que el embargo ha de ser proporcionado a su objeto, pues 
si es tan limitado que no re~ponda a las exigencias del acreedor procede 
su ampliación, y si excede de tal manera a la reclamación que perjudi­
que inútilmente los intereses del deudor, debe ser reducido a sus justos 
límites. 

La ley ha obrado sabiamente al conceder al ejecutado la facultad de 
elección sobre lo que ha de {:mbargarse y en excluir del embargo algu­
nos bienes, claramente especificados, ya en consideración a su propia 
naturaleza o a las necesidades del deudor. 

El secuestro no hacer perder al embargado la posesión de la cosa, 
pues el secuestratario no es sino un detentador en el sentido jurídico 
de la palabra, es decir, un poseedor precario. 

El embargo es la simple retención de los bienes del deudor por man­
damiento de autoridad competente y para garantizar 105 fines de la 
reclamación. Etimológicamente significa obstáculo a la libre disposi­
ción del embargado; jurídicamente es una medida ejecutiva de subro­
gación, en virtud de la cual el Juez sustrae del patrimonio del deudor 
las cosas de su propiedad, privándolo de la tenencia y administración 
para que en su oportunidad proceda a su conversión en dinero y a hacer 
pago al acreedor. 

El embargo, es, por tanto, una medida preparatoria a la expropiación, 
la cual se verifica cuando el ejecutado se rehusa a firmar la escritura 
pública que formaliza el remate o la adjudicación para figurar como 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981, Facultad de Derecho de la UNAM



630 ADALBERTO GALEANA SIERRA 

vendedor en su canlcter de titular. Entonces es cuando el Juez 10 ex­
propia, no de la cosa misma, sino de la facultad de disposición, que es 
uno de los atributos de la propiedad, de donde resulta que la autoridaJ 
judicial ejercita en nombre propio una facultad relativa a un derecho 
ajeno. 

Los efectos del embargo pueden considerarse en relación con las par­
tes y con los terceros y también con respecto a las cosas que son objeto 
del procedimiento de expropiación. 

No todos los bienes son embargables. Algunos están excluidos en ra. 
zón de que son intransmisibles, como por ejemplo, el uso y la habita. 
ción; pero no hay méritos bastantes para exceptuar el derecho de usu­
fructo como lo hace la fracción IX del articulo 544 de la Ley Procesal, 
pues si el Cúdigo Civil anterior podía infundir dudas porque sólo Sé 

refería a la transmisión del ejercicio de ese derecho, el Código actual 
en el artículo 1002 declara que el usufructuario puede enajenar, arren­
dar y gravar su derecho de usufructo. 

Ya la Suprema Corte de Justicia aún tratándose del artículo 882 del 
Código Civil de 1884 (Sem. Jud. t. XXXIII, p. 436), ha sostenido: "que 
enajenar el ejercicio del usufructo es lo mismo que enajenar el derecho, 
como es lo mismo enajenar la propiedad de una cosa a enajenar el ejer­
cicio íntegro de ese derecho, porque los derechos no son simples abs­
tracciones, sino que se traducen por la facultad de hacer alguna cosa 
y el uso de esa facultad es lo que constituye el ejercicio del derecho". 
Aceptada por tanto la enajenabilidad del derecho de usufructo resulta 
inadmisible su inembargabilidad.-Véase: Vázquez del Mercado. "La 
enajenación del llsuflucto", en Revista General de Derecho y Jurispru­
dencia. t. JII, p. 143. (Código Procedimiento Civil concordado y anota· 
do por Raúl Berrón M uce!) . 

El ,aseguramiento de un crédito sólo significa que se notifique al deu­
dor O a quien deba pagarlo que no verifique el pago, Ilino que retenga 
la cantidad o cantidades correspondientes a disposición del Juzgado, 
apercibido de doble pago en caso de desobediencia; y al acreedor contra 
quien se haya dictado el secuestro que no disponga de ese crédito; pero 
si se embarga el título mismo, entonces se nombra depositario que lo 
conserve en guarda, quien tiene obligación de hacer todo lo necesario 
para que no se altere ni menoscabe el derecho que el título represente, 
y de intentar todas las acciones y recursos que la ley conceda para hacer 
efectivo el crédito. (Artículo 547 Código Procedimientos Civiles). 

El secllestro de una finca rústica o de una negociación mercantil o 
industrial, no debe obstruir su normal funcionamiento, y por eso dispo_ 
ne la ley que el depositario será mero interventor con cargo a la caja 
para que vigile la contabilidad. (Artículo 555 del Código de Pocedi­
mientos Civiles) . 

El embargo de bienes muebles, por razón natural, ha de consistir no 
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en una simple designación, sino en el aseguramiento de ellos por el eje­
cutor, quien ordena su guarda por el depositario. Cuando no existe ese 
aseguramiento no puede decirse que hay emhargo. 

El secuestro de bienes proindiviso recae sobre la cuota o sea la parte 
alícuota que corresponde al deudor. La liquidación transfiere al adju~ 
dieatario todos los derechos y obligaciones de copropietario. 

La desviación del embargo hacia bIenes que se hailan en poder de un 
tercero, sólo puede tener lugar cuando se trata de acción real o cuando 
se haya declarado judicialmente que la enajenación por la que adquirió 
el tercero, está en los casOs de los artículos 2163 y 2168 del Código Civil 
y demás preceptos en que expresamente se establezca esa responsabili. 
dad. (Artículo 452 del Código de Procedimientos Civiles). 

El ernllargo influye en la situación jurídica del acreedor por cuanto 
a que le da derecho de preferencia frente a otros créditos de la clase de! 
suyo, inscritos con posterioridad. 

Al deudor le impone limitaciones lo mismo que a los terceros que 
tienen en su poder la cosa secuestrada o pretenden adquirirla en pro­
piedad, según se ha dicho anteriormente. 

En fin, el embargo no tiene existencia indetenninada; podrá cance­
larse cuando hayan transcurrido tres años después de la fecha ue la in'i­
cripción. (Artículo 3030 fracción VI de Cóldigo Civil). 

C) INCIDENTES EN LA VIA DE APREMIO 

En la vía de apremio ya nada se discute sobre lo principal, que ha 
quedado definitivamente resuelto. Las providencias que se dictan en 
ejecución son inapelables, y s6lo rontra las interIocutorias se admite el 
recurso de queja. Los incidentes que surgen emanan generalmente úe 
la misma sentencia o convenio; pero pueden presentarse cuestiones inci­
dentales que tengan un origen distinto. 

En la Segunda Sala de este H. Tribunal se resolvió una queja, hajo 
mi ponencia, en la que se estudia la naturaleza de estos indidentes. 

El albacea de un juicio hereditario demandó en la vía ordinaria mcr­
(·antil al representante de otra sucesi6n por el pago de diversas cantida 
des de dinero, y habiéndose dictado sentencia condenatoria en primer;¡ 
y segunda instancias, se ocurrió en súplica ante la Suprema Corte de 
Justicia, cuya Cuarta Sala declaró también que el actor probó su accü'm 
y que la parte' demandada no justificó sus excepciones de prescripción y 
pago, condenándola en lo principal y réditos causados. Por tanto, s,: 
procedió a dar cumplimiento a la sentencia pasada en autoridad de COS¡J 

juzgada, y durante la ejecución, compareció ante el Juel de los auto~· 
uno de los Agentes del !\.Iinisterio Público, autorizado por tI Prucura­
dor General de Justicia, pidiendo (lue se suspendiera el prucediIllifnto, 
en virtud de que la ejecutante logró obtener furtivamente la ~entl'llci;J 
que se estaha cumplimentando, al conserYar en su poder dOCUIllUHu~ 
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que comprobaban el pago, razón por la que se le habla abierto proceso 
ante un Juez del ramo penal y se habla librado orden de aprehensión 
en su contra como presunta responsable del delito de fraude. El Juez 
de la ejecución decretó la suspensión del proceso, y recurrida la provi­
dencia, la Sala revocó el acuerdo del Juez por los siguientes fundamen­
tos: 

"Los artlculos 482 y 483 del Código de Procedimientos Penales, cuya 
violación reclama el recurrente, disponen. respectivamente. que cuando 
en un negocio judicial. civil o mercantil, se denuncien hechos delic­
tuosos, el juez o tribunal de los autos inmediatamente los pondrá en 
conocimiento del Agente del Ministerio Público, quien dentro de diez 
días practicará las diligencias necesarias para poder determinar si se 
hace o no consignación de los hechos, y que en el primer caso y siem­
pre que estos hechos sean de tal natupleza que si se llegare a dictar 
sentencia con motivo de ellos, ésta deba necesariamente influir en las 
resoluciones que pudieran dictarse en el negocio. el Ministerio Público 
pedirá y el Juez o tribunal ordenará que se suspenda el procedimiento 
civil hasta que se pronuncie una resolución definitiva en el asunto pe­
nal. Los motivos que informan estos preceptos radican esencialmente 
en la conveniencia de evitar sentencias contradictorias y en la circuns· 
tancia de que el representante del Ministerio Público, que es quien ejer­
cita la acción penal, se encuentra capacitado para poder determinar la 
influencia que tendría la sentencia que se dictara en el proceso penal 
sobre las resoluciones en materia civil, y por esto la ley le atribuye la 
obligación de proporcionar los datos necesarios para que el Juez del 
asunto civil pueda jU'1l"ar sobre la procedencia de la suspensión del pro­
-cedimiento, porque entonces el proceso punitivo se presenta como una 
<cuestión prejudicial. Tal hipótesis, que ocurre con frecuencia en la 
práctica, es la que ha previsto la ley, pues cuando se ha dictado sentencia 
ejecutoria en el Ramo Civil, ya no debe hablarse de prejudicialidad, 
sino de los efectos de la cosa juzgada con relación a un proceso penal, 
problema que no puede resolverse negando la existencia de incidentes 
durante el período de ejecución, porque es evidente que tanto la rela­
ción procesal de conocimiento como la de ejecución tienen incidencias 
propias. si bien en este último extremo, es decir, cuando ya se han re· 
suelto definitivamente los puntos controvertidos, los incidentes que sur­
gen, por exigencia misma del estado de los autos. tienen que reducirse 
a puntos que derivan de la misma sentencia, como la regulación de cos­
tas judiciales, la liquidación de las prestaciones que hubieren sido mo­
tivo de la condena, etcétera; pero pueden también proponerse cuestio­
nes que por su naturaleza han de ser previas a la realización de los bienes 
.embargados o al pago decretado en la sentencia. Estas incidencias que 
a veces ocurren en el proceso de ejecución, pueden revestir un carácter 
.puramente objetivo, como cuando la cosa que se manda entregar se 
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ha perdido o se ha deteriorado, entonces el objeto del JUICIO se trans­
forma generalmente en el pago de una cantidad equivalente. Es posi­
ble también que la ejecución afecte intereses de terceras personas, y es· 
tos incidentes que dentro del proceso de conocimiento tienen carácter 
prejudicial, se convierten en el período de ejecución en tercerías ex· 
cluyentes de dominio o de mejor derecho. Todas estas cuestiones exi­
gen siempre una previa resolución y en consecuencia la suspensión del 
procedimiento de ejecución en momento oportuno, y por eso la ley pro­
cesal dispone en sus artículos 665 y 666, que se suspendan los trámites 
hasta antes del remate o hasta antes del pago. Lo anterior viene a de­
mostrar que aun cuando exista sentencia ejecutoria en el juicio civil, 
pueden ocurrir incidentes con relación a terceras personas que ostenten 
intereses opuestos y preferentes, y por esta razón, no vale decir que en 
el procedimiento de ejecución no hay incidentes, sino que es necesario 
analizar la naturaleza de las peticiones para decidir si son incidentales 
o no, yen el primer supuesto, si procede la suspensión del procedimiento. 

La promoción que en este sentido hace el Ministerio Público tiene el 
carácter de incidental en el proceso civil, porque propone una cuestión 
previa en relación con el punto principal, fundándose implícitamente 
en la preferencia de la jurisdicción penal. Su personalidad como re· 
presentante de los intereses sociales le da derecho a intervenir en el jui. 
ciD para que se resuelva la cuestión planteada, y para ello habrá que 
examinar de acuerdo con los hechos, la relación que exista entre la cosa 
juzgada obtenida en el ramo civil y el proceso pendiente en el rama 
penal. 

En el presente caso consta de autos, que el proceso que se sigue en 
contra de la ejecutante por los delitos de fraude y falsedad en declara­
ciones judiciales, verSa fundamentalmente sobre la ocultación de la ver­
dad en los documentos y actuaciones del juicio civil, ocultación que por 
su misma naturaleza tenía que ser ajena a la función de los tribunales 
que conocieron del pleito, el cual no vendría a ser sino un medio con 
el que furtivamente se llegara al fallo que trata de ejecutarse: y aun 
cuando es cierto que la reparación del daño por sus efectos restituto· 
rios se refiere al mismo objeto que la sentencia ejecutoriada, e.\)ta sola 
circunstancia no es suficit:nte para dejar en suspenso la ejecución, por­
que la obligación de pagar el importe de la sanción pecuniaria sola­
mente ticne una preferencia relativa, segun se desprende de lo prevenido 
en el artÍCulo 33 del Código Penal, que la antepone únicamente a las 
otras obligaciones pCf50nales que se hubieren contraído con posteriori­
dad al delito, lo que viene a demostrar que la ley ha tratado de respe· 
tar aún los vínculos contractuales anteriores a la formación del delito. 
y que no ha previsto ni ha podido prever la paralización de los efectos 
de la cosa juzgada. ni aún J. pretexto de haberse obtenido fraudulenta­
mente, mientras la sentencia ejecutoJ ¡ada no haya sido revocada, median-
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te los procedimientos que la misma ley autorice, según lo han interpre­
tado los autores. entre otros Goldschmidt, que comentando la Legislación 
Alemana dice lo siguiente: "Prescindiendo de los casos de los articulos 
323 y 321 (que h,.blan de la imposibilidad de las prestaciones), sólo "" 
puede hacer que la cosa juzgada deje sus efectos, mediante revocación 
de la sentencia por revisión. A la misma no se le puede privar de su 
fuerza ni por el reparo de que se basa en un proceso aparente, ni por 
la alegación de haberse obtenido de manera inmoral, pues ni aun en 
los casos de los más graves delitos, ha previsto la Ley la nulidad de la 
sentencia, sino sólo la posibilidad, limitada a cinco años. de obtener 
la revocación por la vía de la demanda de restitución-revisión. Y mien­
txas la sentencia no esté revocada, se opone a ]a aplicación del artículo 
826 B. G. B' J la circunstancia de que afirmar ]a causación de un daño 
por la efectividad de una deuda declarada por sentencia firme, es im­
posible, sin negar la fuerza de cosa juzgada. (Derecho Procesal Civil 
por James Goldschmidt. Páginas 391 y 392). 

III 

EL JUICIO EJECUTIVO 

A) SU ESTRUCTURA Y SUS ESPECIALES CONDICIONES 

La introducción al juicio ejecutivo requiere la presencia de determi­
nadas condiciones que no se exigen en el procedimiento ordinario. 

Aparte de los requisitos formales de toda demanda, el actor ha ue 
aconlpañar un documento que lleve aparejada ejecución, que es como 
el billete de entrada, según la expresión de Carnelutti. 

En ese documento debe constar en forma auténtica, además de la le­
gitimación activa y la pasiva. la existencia de una obligación que tenga 
los atributos esenciales de la exigibilidad, puesto que en la vía ejecutiva 
se procede (:01110 si ya hubiera un previo proceso de conocimiento. La 
certidumbre que el título ejccuti,·o supone, mue\'e el mecanismo de la 
ejecución, tan pronto como transcune el plazo que se le fija al deudor 
para que cumpla con su obligación. 

El juicio ejecuti,·o desempc'ña una fundón específica, y por eso debe 
tener también una estructura apropiada a su finalidad. 

En IIuestro derecho positivo, el juicio ejecutivo consta de dos seccio­
nes: la del principal que contiene la demanda, la contestación, el juicio 
y su sentencia: es decir, todo un proceso de conocimiento abreviado. La 
segunda sección contiene el auto de exequendo y todo 10 relativo a ést~. 
J la depositaria y sus incidentes. a la mejora y reducción del embargo. 
al <lYalúo y remate de los bienes; todo lo cual forma un cuaderno que, 
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aunque sea accesorio del principal, debe tramitarse por <.:ucrda ~epara­
da. Esta sección es la de mera ejecución. 

El deudor dentro del término de cinco días del emplazamiento puede 
oponer todas las excepciones y defensas que tuviere, siguiéndose el ne­
gocio por todos sus trámites hasta dictar el fallo, en el que debe decla­
rarse si ha procedido o no la vía ejecutiva y si ha lugar o no a hacer 
trance y remate de los bienes secuestrados y pago al acreedor, decidién­
dose también los derechos controvertidos, y si se resuelve que no pro­
cede el juicio ejecutivo, se reservan al actor sus derechos para que los­
ejercite en la vía y forma que corresponda. 

No en todas las legislaciones tiene estas características el juicio ejc­
cuLivo. En la mayoría se limitan las excepciones a aquellas que corres­
ponden estrictamente a la vía de ejecución, y se reservan las otras para 
el juicio ordinario, como lo exp!ican los autores. 

Así, por ejemplo, Alsina, comentando el Código Argentino, expone 
al respecto lo siguientes: "En el juicio ejecutivo normal seguido en base 
a un título convencional, sólo pueden alegarse, como en la ejecución de 
sentencia, excepciones substanciales posteriores al título. Las anteriores 
al mismo no pueden oponerse en la ejecución, porque la ley presume l<l 
legitimidad del crédito; y deben, por ello, quedar reservadas al juiciu 
ordinario. Pero nuestro Código, siguiendo la tradición española, ha 
desnaturalizauo el juicio ejecutivo, pues permite oponer la excepción 
de fuerza o miedo; de los que con arreglo a la ley hacen nulo el con­
sentimieulO. .. Más aún, en alguno') códigos de recién sanción se auto­
riza a oponer en el juicio ejecutivo toda clase de excepciones substan­
ciales, y se acuerda fuerza de cosa juzgada material a las sentencias que 
respecto de ellas se pronuncien, convirtiendo el procedimiento ejecutivo 
en un proceso abreviado de declaración. Solamente el desconocimiento. 
de la teoría de la acción ejecutiva pueue explicar estas desviaciones, que: 
se pretende fundar en un erróneo concepto de economía procesal" ~ 

.En la legislación alemana también se limita la procedencia de las ex­
cepciones en la vía ejecutiva, pues según Kisch: "La oposición que atafia 
a la acción o derecho que vaya a ejecutarse tiene que ser pospuesta por 
el deudor por medio de una demanda especial, llamada demanda de 
oposición a la ejecución. Pero ésta no puede fundarse, cuando el título 
es una sentencia, más que en la supervenencia de nuevas circunstancias" 
es decir, de aquellas que han surgido después de la conclusión de la, 
última vista oral antecedente a la sentencia en primera o en segunda 
instancia en que todavía podían aportarse nuevos hechos: el deudor" 
verbi gratia, puede alegar que ha pagado al acreedor después de dictada 
la sentencia, pero no, por el contrario, que el pago lo hizo durante el 
proceso o antes, pues es en el pleito donde debió oponer la excepción 
de pago en vez de llevarla al procedimiento de ejecución. Y el mismo. 
criterio se sigue con respecto a las demás excepciones, como son el pcr-., 
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dón, la prórroga, la compensación, la rescisión, la revocación, la im­
posibilidad de las prestaciones o el incumplimiento de la condición re­
solutoria o no llegada del término final, etcétera. Tampoco frente a 
los restantes títulos se pueden oponer otros motivos de oposición que los 
sobrevenidos, exceptuándose tan s610 la transacción y los documentos 
ejecutivos contra los que cabe alegar otras circunstancias anteriores, no 
sólo las sobrevenidas posteriores". 

A este sistema de limitación no se podrían oponer objeciones que 
afectaran a la substancial estructura del juicio ejecutivo, pues aun des­
de el punto de vista lógico debe admitine, que si el título engendra 
una presunción de certidumbre del derecho, y si la acción ejecutiva 
es autónoma e independiente de la relación material, es inconcuso que 
no debe involucrarse ninguna discusión sobre esa certeza, que es la base 
fundamental de esta clase de juicios; pero es indudable que la evolu­
ción del derecho positivo tiende a buscar una fórmula, que sin violar 
los principios, responda a las exigencias de la realidad objetiva) que de­
be Ser esencia de toda construcción teórica. 

Es muy explicable que en la vía ejecutiva que debe ir rectamente a la 
realización de las prestaciones demandadas, no se inmiscuyan cuestio­
nes ajenas a su especial estructura. Conviene observar, sin embargo, que 
la escisión absoluta de cuestiones conexas, más aún si se detienen has­
ta la sentencia definitiva en que se hagan reservas, daría lugar a no po­
cas dificultades que se podrían evit:ar con miras a un nuevo tipo de 
proceso ejecutivo. 

Hay que comenzar por advertir a este respecto que no se infringen 
las reglas procesales cuando se piensa en una simultánea discusión so­
bre las excepciones propias de la oposición en el juicio ejecutivo, y 
sobre aquellas que tiendan a destruir la presunción esencial del título 
que le sirve de fundamento. 

Ya Carnelutti supone la coexistencia del juicio de conocimiento y el 
de ejecución, a propósito de la suspensión del procedimiento ejecutivo, 
porque siendo aquel juicio perjudicial, debe detenerse la marcha de la 
ejecución hasta tanto se resuelva sobre la existencia y validez del título. 

"En todos estos casos, dice, se da el tipo de suspensión por incerti­
dumbre, con la particularidad de que el impedimento tiene carácter 
jurídico mejor que lógico, siendo más bien conveniente que necesario 
el que el proceso ejecutivo no continúe hasta que el procedimiento ju­
risdiccional no haya puesto en claro el derecho del acreedor frente al 
deudor o el derecho del deudor sobre los bienes embargados". 

Ahora bien, preguntamos nosotros, ¿qué no podrían seguirse los pro­
cesos ante el mismo juez de la ejecución, ya no en dos juicios separados, 
sino en secciones distintas como prescribe nuestra ley? 

La única objeción que podría hacerse, más o menos válida sería la 
«le acumular procedimientos que deben tener distinta substanciación, 
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por cuanto a que, la nulidad, por ejemplo, debe seguirse en vía ordi· 
naria; pero dada la tendencia de la vida moderna a simplificar los tr;í. 
mi tes, tal vez no sea impropia la acumulación, al menos, en tanto se 
logra una mejor solución para coordinar los principios, y al mismo 
tiempo eliminar el fárrago de inconvenientes que ofrece la separación 
absoluta de los procesos. 

B) EL TíTULO EJECUTIVO 

El título ejecutivo tiene por contenido una relación substancial ya 
definida por el juez, o auténticamente reconocida por las partes, y por 
tanto, con eficacia jurídica que da derecho al titular para provocar la 
actuación de 13. ley, o para hablar con más precis.ión, podemos decir 
con Carnelutti, que mientras ba.>;ta con la pretensión para que opere el 
proceso de cognición, para poner en movimiento el proceso de ejecución 
es preciso e! derecho, o mejor, una pretensión conforme a derecho. 

El mismo contenido del titulo nos indica que es judicial o extraju. 
elicial, según provenga de una decisión jurisdiccional o de una conven· 
ciún de 105 propios interesados; pero para ahondar en la verdadera estruc· 
tura del documento que trae aparejada ejecución, es menester recurrir 
a sus fuentes históricas, en donde hallarnos en primer ténnino la sen· 
tencia, con sus efectos ue cjccutoriedad. 

El título ejecutivo, tal como se le conoce actualmente, es mérito de 
la doctrina medioeval italiana, el haberlo creado y difundido en el mun­
do. Fue el producto de una larga evolución combinada, del derecho 
romano y del derecho germánico. Sobre la esencia del concepto del tí­
tulo ejecutivo ha escrito Liebman 10 sig'uiente: "Cuando decimos que 
una sentencia de condena posee esta cualidad, no queremos expresar 
simplemente que contiene una declaración exigible por la fuerza. Esto 
significa, en efecto, que la sentencia es exigible hoy que el juez ha de· 
darado que la demanda del actor era fundada. Pero mañana, dentro 
ue un ario, dentro de diez, nada nos garantiza ya que la declaración 
contenida en la sentencia corresponda aún a la realidad, y que todavía 
es y será siempre exigible, sin que un nuevo proceso declarase que aún 
puede ser cumplida, porque el derecho del acreedor está todavía insa· 
tisfecho. La característica del título ejecutivo radica en esta proyección 
de la declaración en el futuro, en la posibilidad que contiene y lleva 
en sí de ser cumplida en cualquier momento, sin necesidad de una pre­
via cognición, hasta que la prescripción venga a ordenar el perpetuo 
silencio. N o es que la sentencia pronunciada tenga el efecto imposible 
de negar preventivamente eficacia a los eventuales hechos a ella suce· 
di dos; ni que la exigencia de la actuación del derecho pretenda recha­
zar las fuertes razones que también el derecho puede haber necesitado 
para detenerla y evitar toda justificación. Si pudiese demostrarse que 
la ejecución es ilegítima, se debería truncar su causa y cancelar los ac-
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tos que se hubiesen ejecutado. Pero no es el acreedor el que ha de hacer 
-resaltar la legitimidad de su demanda antes de pretender la ejecución; 
para él es suficiente la posesión del título; es al contrario, el deudor el 
1:J.ue debe moverse para hacer cesar la ejecución; debe obrar con un de­
terminado medio procesal que la ley le concede y provocar con la opo­
sición una sentencia del juez. 

Las explicaciones anteriores dan una idea clara no solamente de la 
verdadera índole del título ejecutivo, sino también de la oposición. Si 
el título se funda precisamente en una presunción juris tantumJ esto 
legitima la acción del acreedor y remite la carga de la prueba en con­
tra de la eficación del título, al deudor, que es quien debe demostrar 
sus afirmaciones. 

La fuerza ejecutiva de la sentencia se hizo extensiva a otras figuras. 
como los instrumentos confesados, que en la época del renacimiento 
jurídico se les atribuyó la misma función a través de la ficción "cOn_ 
fessio in jure". Después, como hemos dicho, fue admitida dentro de 
la categoría de ejecutivos otra clase de documentos auténticos. 

C) REQUISITOS DEL TíTULO EJECUTIVO 

Hemos asentado que es condición esencial de la ejecución la existen­
cia del título respectivo, y de acuerdo con ese principio, declara nuestra 
Ley Procesal en el artículo 443, que para que el juicio ejecutivo tenga 
lugar, se necesita un título que lleve aparejada ejecución, enumerando 
los documentos que merecen eficacia por su autenticidad. También pre­
vienen otros preceptos que la ejecución no puede despacharse sino por 
cantidad líquida, y que las obligaciones sujetas a condición suspensiva 
o a plazo no serán ejecutivas, sino cuando aquélla o éste se hayan cum­
plido, salvo lo dispuesto en los artículos 1945 y 1959 del Código Civil. 

De aquí se desprenden los requisitos que dehe contener el documen. 
to: debe referirse a una obligación que conste auténticamente, y sea por 
cantidad líquida, así Como que no esté sujeta a plazo o a condición 
suspensiva. 

La antigua jurisprudencia española ya había estab'ecido que para que 
tuviera lugar el procedimiento ejecutivo, se requerían cinco condicio­
nes: acreedor o persona con derecho a pedir; deudor cierto; cantidad lí­
quida; plazo cumplido; y, documento que tenga aparejada ejecución. 

Una clasificación más técnica de los requisitos mencionados ha sido 
hecha por Chiovenda. 

Cons.iderada en sí misma la acción ejecutiva, dice este autor, tiene 
como condición general el título ejecutivo. Éste debe llenar a su vez 
otras tantas condiciones de la acción: unas substantivas, es decir, rela­
tivas al título como declaración, otras formales, relativas al título como 
documento. 

Los requisitos substanciales son: que el título por regla general debe 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981, Facultad de Derecho de la UNAM



TFORJA DE LA EjRCUC1ÓS FORZADA 6;)9 

:'le!' definitivo, completo, no condicionado. La declaración es completa 
para Chiovenda cuando es líquida; no condicionada, cuando no está 
'Sometida a condiciones, a términos ni a limitaciones de cualquier clase; 
por último, definitiva, cuando no est;:í sujeta a impugnaciones ni a un 
estadio de conocimiento ulterior. 

Las condiciones formales no requieren ninguna explicación; pero sí 
debemos acentuar el requisito de la definitividad, porque nuestra ley 
lIO a!udc a ella en forma alguna, no obstante que en la práctica ha pro­
vocado dudas que aún no ha podido aclarar la jurisprudencia. 

N"os referimos a las sentencias que habiendo causado ejecutoria, es­
tén pendientes de un juicio de amparo sin suspensión del acto recla­
mado. Si entonces se promueve juicio ejecutivo exhibiendo como título 
la resolución, resulta que ésta no tiene aún definitividad, y además, en 
este caso, el demandante no está obligado a dar fianza para garantizar 
Lis resultas del juicio que promueve. 

Esto es lo que designa Chiovenda con el nombre de ejecución anor­
mal, porque se ejercita una acción ejecutiva que no coincide en lo ab­
soluto con la certidumbre jurídica; pero el conocimiento del juez no 
da aquí lugar a obsenraciones especiales, porque la diferencia entre eje­
nltoriedad y tlefinitividad ocurre no en virtud de una ~special resolu­
úón del juzgador, sino en virtud de la ley, la cual, queriendo en interés 
general del crédito, facilitar a quien Se afirma acreedor el camino de 
la ejecución forzada, encuentra suficiente el reconocimiento del dere­
cho por parte del juez de apelación. para abrir sin más el camino de la 
ejecución. 

Además, hay que tener en cuenta que la acción ejecutiva es indepen­
diente y autónoma de la relación substancial, y que, por consiguiente. 
basta la ejecutoria para abrir el procedimiento de ejecución. 

Pero las dificultades de orden práctico que pueden ofrecerse son las 
de que el demandado no esté en condiciones económicas de otorgar la 
(:orrespondiente fianza para la suspensión, y sea ejecutado sin garantía, 
dificultades que sólo podrían suhsanarse eficazmente, mediante una dis­
posición de la ley que impusiese al actor la efectiva responsabilidad 
por dalios y perjuicios, siempre que el título quedara sin efectos. 

D) FUNCIÓN EJECUTIVA DE LA ACCIóN RESCISORIA 

La yenla a plazos ofrece ventajas innegables que estimulan las acti­
yülades del comercio. 

El vendedor generalmente hace entrega de la cosa al comprador para 
que desde luego la disfrute, y a fin de asegurar sus intereses impone la 
dáusula resolutoria o se reserva el dominio del objeto enajenado, pu­
(Hendo en car:.o de rescisión reclamar el pago de una cantidad en con­
(:epto de al<luiler o de renta y una indemnización. ambas fijadas por 
peritos. 
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La frecuencia con que se realizan estas operaciones. y su especial 
trascendencia, hizo que el legislador regulara los efectos rescisorios del 
incumplimiento. frente a los contratantes y los terceros, disponiendo 
que la cláusula rescisoria se inscribiera en el Registro de la Propiedad. 

Los artículos 2310, 23]] Y 2312 de la ley substantiva establecen las 
reglas a que se han de sujetar estos contratos, y a ellos en lo conducente 
se refiere el artículo 464 del Código de Procedimientos Civiles, que 
dice: que si el título ejecutivo contiene obligaciones recíprocas, la par­
te que solicite la ejecución al presentar la demanda hará la consignación 
de las prestaciones debidas al demandado o comprobará fehacientemen­
te haber cumplido con su obligación. 

Los artículos 465 y 466 del Código Procesal, autorizan los mismos 
medios preparatorios de la acción ejecutiva para rrccuperar la cosa ena­
jenada, respecto a contratos de compraventa concertados bajo la condi­
ción resolutoria de la falta de pago del precio total o parcial, ]0 mismo 
que en cuanto a los contratos ele compraventa con reserva de dominio. 

Para entender bien estos preceptos, se debe tener en cuenta la dis­
tinta categoría de las condiciones resolutorias y las suspensivas. Esta.') 
producen efectos sin necesidad de ninguna solemne declaración; aqué. 
llas requieren pruebas fehacientes y a veces una previa resolución ju­
dicial. 

Sobre este particular se expresa Chiovenda en estos términos: "Res­
pecto a las condiciones verdaderas y propias, no es fácil que una con­
dena esté sometida, pero sí una declaración convenóonal: en todo caso 
al realizarse la condición suspensiva, la acción ejecutiva existe y se hace 
pura; para esto no se exige una declaración solemne de su realización, 
ni sentencia ni acto público, por el contrario, al realizarse la condición 
resolutiva no existe acción ejecutiva para las posibles restricciones .. ~ 
Bastante más difícil puede ser la prueba de una condición realizada, 
por lo cual algunas leyes en estos casos establecen que el órgano infe­
rior (por ejemplo, en Alemania, el secretario, antes de despachar la 
fórmula ejecutiva), pueda conocer sólo pruebas escritas auténticas o 
reconocidas; nuestra ley no 'establece expresas limitaciones; pero se com­
prende que si un órgano ejecutivo inferior, como el oficial judicial, 
tiene razón para dudar de que la condición se haya realizado, puede, 
según las circunstancias, rechazar el acto ejecutivo, haciendo de esta 
manera necesario el conocimiento del juez. Una cosa es que exista la 
acción ejecutiva, otra que aparezca como existente el órgano de la eje­
cución". (Instituciones de Derecho Procesal Civil por José Chiovenda, 
T. I. Páginas 353 y 354). 

En nuestro derecho positivo esta investigación corresponde al juez 
titular. 
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IV 

EL JUICIO HIPOTECARIO 

La aCClOn hipotecaria deriva de las fuentes romanas; de los edictos 
de los pretores, que con sus amplios poderes trataban de corregir cons­
tantemente las deficiencias de las leyes. 

El derecho de prenda que garantizaba a los acreedores requería la 
entrega de la cosa; pero los colonos que arrendaban una finca para cul­
tivarla no podían privarse de la posesión del ganado y de los utensilios 
que les eran indispensables para sus labores. Por esta razón se les per­
mitió conservar todos esos intrumentos y animales, pero a condición 
de que respondieran con ellos de sus obligaciones. Para hacer efectiva 
la garantía un pretor concedió a los arrendadores el interdicto salviano. 
Después se les confirió un derecho más eficaz, una acción in rem que 
era la serviana, la que pronto se hizo extensiva a otros contratos, bas­
tando una simple convención para afectar los objetos al pago de ]a deu­
da. y fue este derecho el que se l~amó acción cuasi serviana o hipote­
cana. 

En los fragmentos del Digesto se usa indistintamente de Jas palabras 
prenda e hipoteca y la Instituto de justlano de actbonibus tampoco ha­
ce distinción alguna entre la prenda y la hipoteca, en cuanto a la ac­
ción hipotecaria. 

Como el objeto del uerecho hipotecario es dar consistencia al crédito 
territorial, la ley ha otorgado faciJidades a los acreedores para deducir 
su acción en una forma sumaria y efectiva. El procedimiento va rec­
tamente sobre la garantía. Desde que 6e fija ]a cédula hipotecaria el 
deudor contrae la obligación de depositario judicial de la finca, de sus 
frutos y de todos los objetos que con arreglo a la escritura y conforme 
al Código Civil deban considerarse como inmovilizados y formando par. 
te de la misma finca. 

El ejercicio de la acción hipotecaria requiere condiciones análogas a 
las de la ejecutiva. Es preciso que el crédito conste en escritura debida­
mente registrada y que sea de pLazo cumplido o que deba anticiparse, 
conforme a lo prevenido en los artículos 1959 y 2907 del Código Civil. 

Los fines que se persiguen en el juicio hipotecario son los mismos a 
que tienden las otras vías de ejecución, y sus problemas son comunes; 
pero en cuanto a las condiciones del título hipotecario, la que se refiere 
al plazo que deba anticiparse por incumplimiento del deudor, la poca 
claridad de la ley ha dado lugar a diversas interpretaciones. 

En la Primera Sala de este H. Tribunal se presentó un caso que se 
resolvió ¡:>br mayoría contra mi voto particular, que en lo conducente 
contiene los siguientes fundamentos: 

"El juicio hipotecario es un procedimiento de ejecución que presu_ 
pone por su propia naturaleza la existencia y exigibilidad del crédito, 
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pues en él se procede como si hubiera habido un período de conoci­
miento, y por esta razón, la ley ha exigido siempre la previa compro­
bación de ciertos requisitos que en la vía ordinaria no son indispensa­
bles para la admisión de la demanda. 

El articulo 954 del Código de Procedimientos Civiles de 1872 decía 
textualmente: Se seguirá sumariamente el juicio para el pago o la pre­
lación de un crédito hipotecario. siempre que conste en escritura pú­
blica debidamente registrada y que sea de plazo cumplido o que deba 
anticiparse, conforme a lo prevenido en los articulos 1477, 1962 Y 1963 
del Código Civil. 

Este precepto que fue reproducido literalmente en las legislaciones 
intermedias, sufrió una reforma en el Código vigente sólo en el sentido 
de hacer extensiva la vía sumaria a la constitución, ampliación, división~ 
registro y cancelación de hipotecas; pero dejando subsistente la forma 
específica de la vía hipotecaria para cuando el juicio tiene por objeto 
el pago o prelación del crédito, con las mismas condiciones de admisi­
bilidad que le son inherentes, es decir, que es requisito indü.¡pensablc~ 
que el crédito conste en escritura pública debidamente registrada y que 
sea de plazo cumplido o que deba anticiparse conforme a lo prevenido 
en los artículos 1959 y 2907 del Código Civil, como dice el artículo 46B 
del Código de Procedimientos Civiles vigente. 

Con las anteriores transcripciones se viene a evidenciar que en la 
procedencia del juicio hi poteearía se ha conservado el mismo sistema: 
el crédito ha de constar auténticamente y debe ser de plazo cump!ido. 

Para completar este sistema, el derecho sustantivo ha previsto los ca­
sos en que se debe dar por extinguido el termino señalado en la escri­
tura hipotecaria, sin que esto signifique una derogación al principio 
contenido en el artículo 1839 del Código Civil, que reconoce la auto­
nomía de la voluntad de los contratantes, quienes pueden acordar que 
por otras causas se revoque el término concedido al deudor, porque esta 
facultad no les está prohibida por la ley. 

Cuando no se ha hecho esta revocación, los elementos necesarios para 
computar el término de la obligación se encuentran en la propia es­
critura constitutiva; pero es indiscutible que si las partes acordaron dar 
por vencido el plazo por falta de cumplimiento, la situación jurídica 
se convierte en indeterminada, puesto que el hecho que toma ei acree­
dor como causa para el vencimiento, no consta en el contrato. 

Esto demuestra que no basta la afirmación del acreedor respecto a la 
falta de cumplimiento. Es necesario establecer la mora del deudor. De 
modo que cuando por disposición de la ley o por voluntad de las par­
tes la falta ele pago de una ° más pensiones viene a determinar la au­
sencia del plazo, es preciso comprobar el incumplimiento para marcar 
el punto de partida de la exigibilidad. 

y se comprende que en el juicio ordinario que inicia con el empla-
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zamienlo, éste haga veces de interpelación, porque en esa diligencia va 
implícita la reclamación del demandante; pero en la via hipotecaria 
se comienza por la ejecución para luego correr traslado de la demanda 
al deudor a fin de que ocurra a contestarla y a oponer las excepciones 
que tuviere, y por este motivo, cuando se ha revocado el plazo y queda 
indeterminada la exigibilidad del crédito, es preciso que la interpela­
ción se haga en forma auténtica antes de darse entrada al juicio. En 
este sentido hay que interpretar el artículo 468 del Código Procesal Civil 
que no hace sino reproducir el artículo 954 del Código de 1872, que 
comenta José María Lozano en los siguientes términos: "Pero el acree­
dor no sólo puede demandar el pago de la obligación cuando ésta es 
de plazo cumplido, sino también cuando se tiene como tal en los casos 
ya mencionados de los artículos 1477, 1962 Y 1963, y además en el caso 
del articulo 3218 del Código Civil, que olvidó mencionar el artículo 954 
del mismo Código. .. Si, pues, por este motivo se pide el pago de la 
cantidad garantizada con hipoteca, habrá que hacer mérito de esta cir­
cunstancia en el escrito de demanda, pidiendo que previamente se re­
quiera al deudor que presente el último recibo que tenga en su poder 
de las pensiones pagadas, y que no presentado el que comprende a la 
última pensión que ha debido pagarse, expida la cédula hipotecaria, pro­
cediendo a los demás trámites del juicio. Nos parece indispensable que 
se proceda en los términos que expre-samos, porque tratándose de una 
pena gravísima, como es la de dar por vencido un plazo que aún no ven­
ce, creemos que proceder de otra suerte sería dar entrada con notable 
ligereza, a un procedimiento jurídico tan angustioso y severo, como el 
determinado por la ley para los juicios hi.potecarios". (Derecho Hipo­
tecario Comparado por José María Lozano, pág. 266) . 

El articulo 3218 del Código Civil de 1870 a que alude el comentario 
decía textualmente: El fapital del censo no es exigible antes del plazo 
fijado en el contrato, si no es por quiebra o insolvencia del deudor, o 
por falta de pago de una sola de las pensiones; y es indudable que el 
problema es el mismo cuando son las partes las que establecen que se 
dará por vencido el plazo de la obligación por falta de pago de una o 
más pensiones, pues en ambos casos queda el plazo tan indeterminado 
como cuando éste no existe y es lógico que se aplique la regla que se­
ilala la interpretación como el punto de partida para la exigibilítlau 
de la obligación. 

En el juicio hipotecario no ~e necesita requerir expre.<,amente de pago 
al deudor; si quiere puede librar la finca en cualquier momento, cu­
briendo las prestaciones adeudadas. Es necesario, sin embargo. que en 
el caso que nos ocupa. se le requiera de pago por las pensiones que se 
dicen adecuadas, porque ésta es la forma adecuada de comprobar autén. 
ticamente la causa que tuvo el acreedor para dar por vencido el plazo 
de la obligación, como condidón sine qua non de la admisibilidad de 
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la demanda; sin que importe la forma negativa con que se presenta la 
afirmación del actor, al decir que el deudor no ha satisfecho algunas 
mensualidades de intereses, porque la negativa de un hecho no es obs­
táculo para la prueba, sino su carácter indeterminado; pero "si el hecho 
está definido por circunstancias de tiempo y de lugar, dice Lessona, en­
tonces la prueba de tales circunstancias, como prueba de hechos p06iti­
vos, que se puede conseguir aún con el interrogatorio del contrario, 
puede y debe prestarse" _ . 

El criterio que ha de seguirse es el de la carga de la prueba y no SU 

mayor o menar facilidad. Cuando la negativa es condición jurídica de 
las pretensiones de una de las partes, ésta debe probarla. Así, por ejem­
plo si el inquilino afirma que ha ofrecido el pago de las rentas al arren­
dador, y que se ha negado a recibirlas, como elemento constitutivo de 
su acción de prórroga, ·tendrá que probar este heeho, mediante las cir­
cunstancias positivas y auténticas que envuelve la consiguación. Si por el 
contrario, es el arrendador el que, fundándose en la negativa del arren­
datario de pagar las rentas, demanda la desocupación, también deberá 
establecerse la falta de pago por medio de la diligencia auténtica del re­
querimiento, según se infiere de lo prevenido en el artículo 490 del Có­
digo Procesal Civil; y si en la especie. no obstante las condiciones espe. 
ciales del juicio hipotecario, la ley no ha sido lo suficientemente explicita, 
esto sólo conduce a la aplicación de los principios que exigen que pre­
viamente se compruebe la autenticidad y exigibilidad del crédito. 

Las anteriores consideraciones llevan a la conclusión de que no es cO­

rreeta la tesis que sustenta la mayoría al confirmar el auto de dos de 
marzo del año en curso en que el Juez Primero de lo Civil de la Capi­
tal dio entrada al juicio hipotecario de que se trata, tesis que se funda 
esencialmente en la voluntad de las partes manifestada en la c1áusula 
contractual que prevé la extinción del plazo de la obligación en casO 
de ¡alta de alguna de las pensiones; en la práctica seguida por los Tri­
bunales de Primera Instancia que siempre han dado entrada al juicio 
hipotecario en tales condiciones y en que el actor se apoya en una ne­
gación que impone la carga de la prueba al demandado al oponer ex­
cepciones y no al actor al presentar su demanda. El suscrito, por su 
parte, aunque respetuoso de esta opinión, estima que por el contrario 
debe ser revocado el auto recurrido por las razones expuestas, a fin de 
que se cumplan con las condiciones indicadas, sin que haya lugar a ha· 
cer especial condenación en costas por no estar el caso comprendido en 
el artículo 1*0 del Código de Procedimientos Civiles". 
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v 
CONCURSOS 

La posibilidad de reunir en un solo juicio las acciones de varios acree~ 
dores contra un deudor común que ha cesado de hacer sus pagos. con­
duce no solamente a la unidad del procedimiento y de la administración 
de los bienes del concursado, sino también a soluciones más equitativas, 
pues de esta manera se viene a establecer el equiJibrio entre los créditos 
de igual naturaleza y una justa graduación entre los de distinta cate­
goría. 

La unificación del procedimiento va en concordancia con el principio 
de economía de los juicios y con rarones de orden social, y sin embargo, 
no fue comprendido así en el antiguo derecho. La b.onorum venditio 
de los romanos era en principio una facultad exclusiva del acreedor. La 
manus injectio estaba destinada a vencer la resistencia del que había 
sido condenado. Si no cumplía su condena ni ofrecía un "vindex" que 
tomara a su cargo la deuda, el acreedor podía reducirlo a la esclavitud. 
Después, aquellos rigores de la ejecución directa se cambiaron por el 
aprisionamiento, pero el reclamante podía pedir al magistrado que se 
le pusiera en posesión de los bienes del deudor, bien como una prenda 
o para llegar a la bonorurn venditio, que era la venta en bloque de los 
bienes. 

En las legislaciones modernas el instituto ha evolucionado, pero no 
ha sido uniforme. Algunas como la austríaca y la alemana, dice Supino, 
hacen de la quiebra una institución común a todos los deudores insol· 
ventes; otras, como la francesa, la italiana y la española, destina esa 
mstitución a_ los comerciantes. El primer sistema parece mejor, porque 
lo mismo si se trata de comerciantes que de no comerciantes, en uno y 
otro caso, se produce un desorden económico en el patrimonio del deu­
dor, y consiguientemente un daño para los acreedores; pero aunque ha­
ya que admitir entre los dos casos alguna diferencia en la forma de 
proceder y en la sanción penal, las cuales en materia mercantil deben 
ser m;ís rigurosas. no hay razones bastantes para sostener que el proce­
dimiento colectivo no deba aplicarse lo mismo si se trata de comercian­
tes que de no comerciantes. 

y en verdad que la aparición del derecho mercantil como una rama 
especializada no tiene más fundamento que una causa circunstancial; 
la adquisición de las normas a las exigencias del comercio ahí donde la 
legislación civil no ha podido seguir el ritmo de la vida. Como dice 
Radbruch, "dentro del marco del derecho romano no hada falta un 
derecho mercantil especial. Todo el derecho romano se había formado 
al compás de las necesidades del comercio; y podía ser adaptado con­
tinuamente a éstas mediante la plenitud de poder creador del derecho 
de que disponía el pretor. Las mismas razones han hecho superfluo un 
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derecho mercantil especial para el otro gran pueblo eminente en comer· 
cio y derecho; el pueblo inglés", El ideal de la unificación se ha logra­
do en el Código Civil Suizo de las Obligaciones, en el Códi!(o Civil So­
viético, en el Código de las Obl~ .. ciones de Turquía y en el Código Civil 
de la República China, 

La unidad de la legislación produce benéficos resultados en el con­
curso, que persigue precisamente la igualdad entre los acreedores, sin 
más diferencias que las que derivan de la naturaleza misma de sus cré­
ditos, 

No es justo, anota Ruggiero, que quien primero promueva la ejecu­
ción porque fue más diligente y solícito que los otfns. goce de tIna con­
dición privilegiada respecto a éstos, los cuales iguorantcs de haberse in­
coado aquélla, no tuvieron posibilidad de tomar parte en la misma y 
concurrir a la distribución del patrim(mio liquidado, 

El concurso necesario, que es al que propiamente nos referimos, e'.\ 
un juicio universal que tiene por objeto resolver en un sólo proceso to­
das las cuestiones relativas a la liquidación de los bie~s del concursado, 
para hacer pago a sus acreedores, conforme a ]a preferencia que les co­
rresponda_ 

De la unidad del concurso se desprende, que el juez competente ha 
de ser uno mismo; el del domicilio del deuuor, como dice el artículo 
156 fracción VII del Código de Procedimientos Civiles, y que los juicios 
que se encuentren pendientes ante otros juzgados deben acumularse al 
juicio de concurso con excepción de los hipotecarios. los que procedan 
de créditos prendarios y demás que no sean acumulables confOlme a la 
ley, Los asuntos fallados en definitiva se acumularán para el efecto de 
su graduación, ya que los créditos se encuentran verificados judicial­
mente. 

Si el deudor tiene varios domicilios el concurso puede radicarse en 
cualquiera de ellos, como se previene en la parte final de la fracción IV 
del mismo artículo 156. Cuando falleciere el concursado, el juez com­
petente para conocer de la sucesión será el del concurso; pero si el deu­
dor durante la tramitación del juicio hubiera cambiado su domicilio 
a otro distrito judicial. el juez de este lugar tendrá la competencia para 
abrir la sucesión. 

Los lineamientos gen.erales del juicio de concurso están determinados 
en la ley. Al hacerse la declaración se nombrará síndico provisional; se 
secuestrarán los bienes y libros del deudor; se hará la convocatoria de 
acreedores y se tomarán las medidas convenientes para mantener la si­
tuación jurídica existente. La administración del concurso está limitada 
por la propia ley, Después de listados los créditos se procederá a su rec­
tificación y graduación. Por último, si no hubiere convenio, se realiza­
nin los bienes. y su producto se di!:>tribuirá proporcionalmente entre los 
acreedores. 
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Pero a pesar de su aparente sencillez, el concurso encierra problemas 
muy variados: La interferencia del concurso con otras inqituciones; la 
naturaleza del secuestro de l'Os bienes, y aun la índole de las funciones 
uel síndico, así como otros muchos que sería prolijo enumerar. 

Las deficiencias de la legislación civil y su defectuosa construcción 
teórica hacen más difícil la solución de esas cuestiones. 

La nueva Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos. aunque adolezca 
de contradicciones y de falta de sistemática procesal, contiene, sin em~ 
bargo, reformas de indiscutible importancia. 

La quiebra, dice Joaquín Rodríguez y Rodríguez, no es un fenómeno 
económico que interese sólo a los aa-ceJares; es una manifestación eCQ4 
nómico-jurídico en la que el Estado tiene un interés preponderante y 
fundamental. .. El Juez es el elemento central en el procedimiento, y sus 
atribuciones se condensan realmente en la fracción IX del artículo 26, 
en el que se le concede la dirección, vigilancia y gestión de la quiebra 
y de sus operaciones. En contraste con el sistema del Código de Comer. 
cio en el que no podía hablarse del síndico como de un órgano público 
que actúa sin representar intereses privados, en la vigente Ley el síndico 
indudablemente no es representante del quebrado, ni de los acreedores, 
ni de la masa concursal, ni de unos u otros. El síndico en el sistema 
de la ley actúa en nombre propio y por derecho propio. con facultades 
sobre bienes ajenos. Tampoco es representante legal, concepto que apli~ 
cado al síndico se usaría impropiamente. ya que el representante legal 
obra siempre en nombre e interés del representado. El síndico funciona 
en lugar del sujeto, no por cuenta de él; el negocio no es representativo, 
.'lino substitutivo, produciendo efectos incluso contra y en beneficio del 
titular del patrimonio. La intervención es el órgano de vigilancia que 
a nombre de los acreedores inspecciona los manejos del síndico y en ge. 
neral la administración de la quiebra. ¡'~inalmente, la declaración de 
quiebra crea un estado jurídico especial para el quebrado, que no es 
de incapacidad, sino de limitación ,en el ejercicio de derechos en rela~ 
ción COn los bienes que han pasado a integrar la masa de la quiebra. 

La nueva Ley de Quiebras ha quedado cimentada sobre estas bases 
fundamentales que le dan sentido y finalidad, y que tienen el mérito 
de haber renovado nuestra legislación, ajustándola a los nuevos prin. 
cipios de la ciencia jurídica. 

A este sistema puede articularse mejor la teoría sobre la expropiación 
forzada que ha sido expuesta anterionnente, y así se explicarán las li~ 

mitaciones que sufre el quebrado y la posición jurídica del síndico, que 
en la legislación común está determinada por la teoría de la represen. 
tación no obstante que en la Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia 
es considerado como auxiliar de la Administración, y como tal debe des­
empeñar una función pública. Quedan siempre imprecisos los límites 
de su representación. Ya Alberto Vázquez del Mercado en magnífico 
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estudio comparativo, publicado en el número trece de la Revista "Jus". 
ha demostrado que los síndicos provisionales no pueden desistirse de 
las acciones intentadas por el quebrado, Sobre este punto llega a la 
conclusión de que es uniforme la legislación de todos los países y la doc­
trina universal, al reconocer que el síndico tiene facultades de admi~ 
nistracÍón. 

Otros muchos problemas quedan ocultos en sus formas abstractas, es~ 
perando su individualización de la labor creadora de la jurisprudencia. 

VI 

CRISIS DEL PROCEDIMIENTO EJECUTIVO 

A) SUSPENSION E INTERRUPCION DEL PROCESO 

La suspensión del procedimiento de ejecución es la detención tempo­
ral de su curso por alguna causa física o jurídica que da lugar a una 
determinación judicial. 

La suspensión se produce en los casos siguientes: 
19 A causa de un incidente de previo y especial pronunciamiento. co­

mo la nulidad por falta de emplazamiento y la incompetencia por de­
clinatoria o por inhibitoria. (Articulos 78, 166 Y 262 del C¡)digo lÍe Pro­
cedimientos Civiles) ; 

29 Porque haya que esperar a que se resuelva una cuestión preju­
dicia!' Así, cuando se impugna la falsedad de un documento que puede 
ser de influencia notoria en el pleito, se suspende el curso del juicio. 
(Artículos 345 del Código de Procedimientos Civiles y 483 del Código 

de Procedimientos Penales) ; 
39 Cuando se ha concedido una apelación en el efecto suspensivo. 

(Artículo 694 del Código de Procedimientos Civiles); 
49 Con motivo de una tercería excluyente en los términos de los ar­

tículos 665 y 666 del Código Procesal citado; 
5. Cuando se have valer una recusación. (ArtículO 180 del Código de 

Procedimientos Civiles) ; 
69 Cuando se promueve juicio de amparo y se concede suspensión del 

acto reclamado; 
79 Cuando una de las partes es declarada en estado de quiebra o de 

concurso; 
89 Cuando no puedan actuar los tribunales por causa de guerra o 

calamidad públlca, etcétera; 
99 Por acuerdo de las partes; y. 

] ()<? En otros casos análogos. 
Se interrumpe la ejecución cuando durante su curso se traf¡miten los 
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derechos u obligaciones de las partes o cuando hay cambio de estado 
de alguno de los sujetos del proceso, pues entonces no puede continuarse 
éste sino hasta que comparece el sucesor o el legitimo representante. La 
incompetencia del juez interrumpe también el procedimiento de ejecu­
ción hasta que los autos son radicados ante la autoridad competente. 

La muerte del ejecutante o del ejecutado hace que sus derechos y obli­
gaciones, que no son estrictamente personales, pasen a sus herederos, y 
según la jurisprudencia constante de las tribunales, la instancia queda 
interrumpida hasta que se apersona en los autos el albacea o el inter­
ventor debidamente autorizado, y cosa semejante sucede en caso de quie­
bra o de concurso de alguno de los interesados. 

Aunque la suspensión y la interrupción tienen efectos parecidos, se 
distinguen teóricamente en que la primera ocasiona una solución de 
continuidad en el proceso que se restablece al desaparecer la causa que 
la produjo; en tanto que la segunda hace cesar la relación procesal, la 
cual se reanuda cuando el sucesor o el legítimo representante intervie­
nen en el proceso. 

Es fácil advertir que no todas las causas de suspensión enumeradas 
pueden ocurrir en el procedimiento de ejecución y en los concursos, 
puesto que en ellos quedan restringidas de acuerdo con las esencias conS­
titutivas del proceso. 

B) TRANSFORMACION OBJETIVA DE LA EJECUCION 

La ley procesal enumera en su artículo 517 las hipótesis más frecuen­
tes en que la responabilidad del deudor se resuelve en daños y perjui­
cios: 

l.-Si el hecho fuere personal del obligado y no pudiere prestarse 
por otro, se le compelerá empleando los medios de apremio más 
eficaces, sin perjuicio del derecho para exigirle la responsabili­
dad civil; 

IJ.-Si el hecho pudiere prestarse por otro, el juez nombrará persa· 
na que lo ejecute a costa del obligado en el término que le fije~ 

IIJ.-Si el hecho consiste en el otorgamiento de algún instrumento o 
la celebración de un acto jurídico, el juez 10 ejecutará por el obli­
gado, expresándose en el documento que se otorgó en rebeldía. 

Según el artículo 518, cuando el ejecutante optare en cualquiera de 
los casos enumerados, por el resarcimiento de daños y perjuicios, se pro­
cederá a embargar bienes del deudor por la cantidad que aquél señalare 
y que el juez podrá moderar prudentemente. sin perjuicio de que el 
deudor reclame sobre el monto. Esta reclamación se substanciará como 
el incidente de liquidación de sentencia. 

La ley, al referirse a los casos de transfonnación objetiva, ha sido 
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enuncIatIva solamente. Hay otras hipótesis en que se modifica el ob~ 
jeto de la obligación; algunas en que no hay responsabilidad, como 
cuando el sujeto se encuentra impedido para el cumplimiento por caso 
fortuito, fuerza mayor o estado de necesidad, y no faltan también obli­
gaciones que por su Indole misma pueden no ser ejecutables por la 
fuerza. Como dicen Glasson y Tissier: La cuestión de ejecución directa 
se presenta ha jo un aspecto muy particular en materia de derechos de 
familia. Es cierto que el titular del derecho de guarda puede recurrir 
a la fuerza pública para constreñir al hijo a volver al domicilio que le 
ha sido asignado. Cuando ha sido retenido por un tercero, el padre o 
la madre pueden pedir a los tribunales que les sea devuelto, y en caso 
ne.cesario, se emplea la fuerza pública; pero es mucho más delicada la 
cuestión cuando se refiere a los deberes de los esposos. en particular a 
la obligación impuesta a la mujer de habitar con su marido. Cuando 
la cónyuge ha abandonado el domicilio y se resiste a volver. no se pue~ 
de emplear la fuerza pública para reintegrarla al hogar. 

Como anotan estos autores, es indudable que existen otros medios de 
coacci6n. Si la mujer abandona el domicilio conyugal, queda privada 
de hecho de los alimentos y puede dar CaUSa al divorcio. 

Tratándose del compromiso de otorgar una escritura pública, puede 
existir algún impedimento aún para la ejecución suhstitutiva por la 
autoridad judicial. 

Fue un caso que se presentó en la Sala a la que tengo la honra de 
pertenecer y en el que resolviendo el recurso correspondiente, eXlpuse 
los siguientes argumentos: 

"El problema planteado en la queja comprende cuestiones substan­
ciales y de derecho procesal que es ne.cesario distinguir y analizar con­
venientemente para fijar con claridad la naturaleza del hecho que se 
aduce como impeditivo de la ejecución de la sentencia pronunciada en 
el juicio ordinario civil de que se trata. Este hecho, que se hace con­
sistir en la pérdida de los terrenos que fueron objeto del contrato de 
compraventa que se hizo constar en la minuta, cuya formalización se re­
clama en la demanda, ha sido interpretado por el Juzgador, de acuerdo 
con las pretensiones del demandado, como caUSa de imposibilidad legal 
de ejecución, puesto que al haber vuelto al dominio del Gobierno los 
bienes que se pactaron en venta, ya no pueden ser motivo de la enaje­
nación que se ordena en la sentencia. A su vez la parte actora sostiene 
en sin tesis, que es posible el cumplimiento de la ejecutoria porque la 
Secretaría de Agricultura y Fomento no se apropió de todos los terre­
nos; que en consecuencia es aplicable al artículo 518 del o)digo de Pro­
cedimientos Civiles; que el hecho denunciado constituye una excepción 
que no fue opuesta oportunamente, por lo que es inadmisible, y que 
no hay incidentes que conforme a la ley pongan obstáculo al cumpli­
miento de la cosa ju¡gada. 
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Para proceder ordenadamente en el examen de estos. argumentos, 
se debe comenzar por observar, que en efecto, no hay en la Ley Procesal 
preceptos que regulen los incidentes de la naturaleza de! que se pro. 
mueve, y que en ausencia de una regla positiva son aplicables los prin­
cipios jurídicos, tomándose en consideración todas las circunstancias del 
caso, confonne dispone el artículo 20 del Código Civil, porque el De. 
recho en su concepción orgánica es un conjunto que se manifiesta en 
la ley, pero que no se reduce a la ley. Esta no es más que lo que Bon. 
neease llama fuente formal del derecho, es decir, una de las formas por 
las cuales se exterioriza. Por consiguiente, no es únicamente en la ley 
donde el derecho tiene sus raíces. Provienen también de 10 que se lla­
man fuentes reales de las reglas de derecho; estas fuentes reales obran 
como elementos generadores y son en número de dos: un elemento ex­
perimental constituido por lo; datos que derivan de la vida social y de 
la naturaleza permanente de las cosas y de los hechos, y e! segundo que 
funciona como elemento regulador de estos datos, o elemento racional. 
Por tanto, la circunstancia de que en la Ley adjetiva no se establezcan 
reglas sobre la imposibilidad de ejecución de las sentencias ejecutoria­
das, no autoriza a sostener que no haya ejemplos en la práctica ni que 
el derecho carezca de principios para resolver los problemas de esta na­
turaleza, y más aún si se tiene en cuenta que las sentencias declarativa') 
y condenatorias no hacen sino reconocer y proteger los derechos y obli­
gacioneli correlativas que tienen generalmente un origen convencional; 
que el derecho positivo lo mismo que la Jurisprudencia reconocen la 
existencia de incidentes en ejecución de sentencias, y que el cumpli­
miento de esas obligaciones puede ser obstaculizado por una causa su­
perveniente aun cuando estén amparadas por la autoridad de la COSa 

juzgada. 

De autos consta que por virtud de un convenio celebrado entre la 
Secretaría de Agricultura y Fomento y el representante de una sucesión, 
aquélla reconoció a ésta como propietaria de las tierras que poseía en 
Santa Lucrecia, Estado de Veracruz, pero a cOndición de que en el plazo 
de diez años fueran fraccionadas y vendidas las tierras en cuestión, de 
las cuales solamente se le reconoció la propiedad definitiva en dos frac­
ciones de a cinco mil hectáreas cada lIlla. Transcurrido el término se­
ñalado sin que se cumpliera la condición, lo que ocurrió en el año de 
mil novecientos treinta y dos, las tierras mencionadas volvieron en su 
mayor!a al dominio de la Nación, pues sólo quedaron como propiedad 
de la sucesión las fracciones que se le habían reservado, es decir, un 
hecho natural como lo es el transcurso del tiempo, y que sirvió de con­
dición, produjo un cambio substancial en el derecho de propiedad de 
esos mismos bienes, cambio que se traduce juridicamente en la pérdi­
da de la cosa, objeto de la compraventa, cuya formalización se ordena 
en la sentencia, pero la sola pérdida de la cosa aducida aisladamente 
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652 ADALBERTO GALEANA SIERRA 

después de pronunciada la sentencia definitiva, no tiene efecto de ex­
cepción, y así se desprende del escrito relativo del demandado en el qu~ 
solamente propone un impedimento de ejecución. Para que su promo­
ción tuviera tal sentido, hubiera sido necesario que alegara dentro del 
juicio, no únicamente la pérdida de los bienes, sino también que el he­
cho no le era imputable por ningún motivo. Es, pues, la idea de no 
imputabilidad la que caracteriza la defensa, la cual pudo haber sido 
opuesta oportunamente no obstante haber ocurrido el hecho en el curso 
del pleito, ya que según los principios del derecho moderno a los que 
se ajusta nuestra legislación vigente, el Juez puede pronunciar fundán­
dosle en cuanto resulta al término de la contienda y absuelve al deman­
dado si el derecho se ha extinguido durante el juicio. Si el demandado 
por inercia o por fal ta de los suficientes elementos probatorios, no de 
excepciona en tiempo, pierde el derecho de oposición, que ya no puede 
hacer valer en el período de ejecución de la sentencia, porque las eX~ 
cepciones supervenientes se han de proponer antes de la resolución 
final y dentro del tercel día de que tenga conocimiento la parte, con~ 
forme di.pone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles. Si 
hay presunción de culpa de parte del demandado, éste no puede impe­
dir que su responsabilidad se resuelva en la indemnización de daños 
y perjuicios en los casos en que proceda; pero el hecho que opone un 
impedimento de ejecución tiene existencia y cualidades propias. Es una 
cuestión que surge en íntima relación con el contenido del juicio y que 
a pesar ele sus efectos substanciales, no tiene por objeto decidir en lo 
principal, pues sólo tiende a establecer consecuencias derivadas de si~ 
tuaciones jurídicas preexistentes. La sentencia que se pronuncia tiene 
'el carácter de interlocutoria, puesto que resuelve una cuestión inciden~ 
tal, la cual reviste especial importancia, no sólo en sí misma, sino en 
cuanto puede referirse a terceras personas. La sentencia que ordena que 
se formalice una compraventa constante en minuta no reCOnoce ningún 
derecho real, sino una obligación personal de extender una escritura 
pública, y como se refiere a bienes que han pasado al dominio de per­
sona ajena al juicio, no puede cumplirse en perjuicio de tercero. Si el 
impedimento es perfe.cto, existe entonces una imposibilidad legal de eje~ 
cución aun cuando la parte no haya opuesto oportunamente la excep· 
ción de incumplimiento, fundándose en que no le es imputable el hecho, 
pues no podría decirse que por su omisión ya no exista imposibilidad 
para cumplir la sentencia, no obstante que el hecho, por su propia na· 
turaleza, tiende a persistir en sus efectos. Esta interpretación está de 
acuerdo con el concepto mismo de la cosa juzgada que en sus límites 
subjetivos queda circunscrita a la relación procesal establecida entre los 
sujetos que intervienen en ella y no alcanza a terceras personas para 
quienes la sentencia es r:es inter alios judicata. 

Las anteriores explicaciones vienen a evidenciar que la cosa juzgada 
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no es una institución rígida y absoluta. Es accesible a la interpretación 
que tiende a precisar si se halla dentro de sus propios límites, y ade­
más, la cosa juzgada, a pesar ue su aparente rigidez, puede ser modifi­
cada y aun anulada por los hechos naturales y los actos jurídicos. En 
la especie se admite que la venta ordenada en la sentencia puede ser 
parcial, pues si la sucesÍón, conforme al acuerdo de la Secretaría de 
Agricultura y Fomento, conserva aún el dominio sobre diez mil hec­
táreas de las que habían sido motivo de la operación que se hizo cons­
tar en la minuta, sobre esas hectáreas se puede otorgar la escritura de 
compraventa, la cual implica una modificación a los términos de la sen~ 
tencia. 

De estas premisas se llega a la conclusión de que el impedirnento adu­
cido no es absoluto o perfecto, y que en consecuencia, la sentencia no 
es de imposible ejecución, ya que se ha podido formalizar el contrato 
de compraventa sobre los terrenos, por el precio convenido, librándose 
el vendedor con entregar las fracciones o lotes que le quedaron en pro­
piedad. Puede considerarse también que la culpa específica nO tiene 
estos efectos en el caso particular, sino únicamente el de substituir la 
prestación primitiva por la correspondiente indemnización, porque se­
gún la situación existente en relación con la finalidad económica del 
contrato que era el de fraccionamiento, lo equitativo es que el com­
prador en atención a la cantidad de terrenos que pueda percibir pague 
un precio proporcional que se fije por medio de peritos. De cualquier 
manera que sea la sentencia no es de imposible ejecución que es lo único 
que debe resolverse con motivo del recurso interpuesto. En estas condi­
ciones es también indudable que el ejecutante puede optar entre la pres­
tación del hecho en la fanna que se estime conveniente, o la indemni­
zación de daños y perjuicios, de acuerdo con lo prevenido en el artículo 
51H del Código Proce,al Civl". 

C) EXTINCIÓN DEL PROCEDIMIENTO 

La instancia puede extinguirse normalmente. 
Así, cuando se ha aprobado la adjudicación que ~e hace al aueeclor 

en pago del adeudo, o el fincamiento del remate de esos mismos biene<; 
en favor de tercero, puede decirse que la ejecución ha llegado a Su tér­
mino. Remate es eso; fin, extremidad o conc:usiún de una cosa. último~ 
término de las ventas judiciales. 

Una vez decretaua la adjudicación, los demás actos son su consecuen-­
cia. Si la venta versa sobre inmuebles y es de mayor cuantía, por dis~ 
posición ue la ley deberá formalizarse ante notario, porque aunque la 
operación se ha hecho de manera auténtica y pública, el órgano eje~ 
cutivo es una figura central en las actividades de expropiación. En efec~. 
to, l"S la autoridad judicial la que enajena, y si el deudor ~ rehúsa a 
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654 ADALBERTO GALEANA SIERRA 

finnar la escritura, la misma autoridad interviene substitutivamente. 
Entonces el proceso, falto de materia y de impulso procesal, se detiene 
en su marcha definitivamente, como las cosas que han perdido la ener­
gía del movimiento y llegan a la inercia_ 

La instancia puede concluir también en fonna anormal. El cumpli­
miento voluntario, que no es otra cosa que el allanamiento a la ejecu­
ción, hace cesar el procedimiento, que ya no tiene razón de ser. Puede 
suceder igualmente que, por el contrario, el ejecutante se desista o re­
nuncie a su derecho con el mismo resultado. 

En fin, la imposibilidad absoluta de la prestación por hechos no im­
putables al deudor, extingue la responsabilidad, lo que se traduce tam­
bién en la cesación del procedimiento ejecutivo. 

Estos iinpedimentos de ejecución y otros análogos, que afectan a la 
relación obligacional, se califican conforme a las reglas de derecho civil, 
a falta de disposiciones en la ley procesal. 

El Código Civil sólo se refiere al deterioro y a la pérdida de una cosa 
cierta y determinada por culpa del acreedor, pero es evidente que la 
regla puede hacerse extensiva a toda causa de imposibilidad superve. 
niente, ya sea objetiva o subjetiva. 

Para que se extinga el procedimiento, la imposibilidad ha de ser de­
finitiva y absoluta, y por esto se dice que en las obligaciones alterna­
tivas sólo se libera el deudor cuando todas las prestaciones son impo­
sibles. 

A veces el impedimento se presenta con caracteres bien definidos. 
La muerte del menor que sea reclamada en juicio por su padre, en 

ejercicio de la patria potestad, extinguiría el derecho de reclamación, 
y si ha habido sentencia ejecutoriada, ésta ya no produciría sus efectos, 
porque el fallo aunque adquiera la autoridad de cosa juzgada, no tiene 
la virtud de excluir todos los obstáculos que la naturaleza o la ley pue­
dan oponer a la realización de los derechos. 

y en efecto, ¿cómo se cumpliría una resolución que reconociera la 
existencia de una servidumbre entre predios que han sido arrasados por 
la guerra? 

Las obligaciones de hacer pueden también substraerse a la responsa­
bilidad por iguales impedimentos: un famoso pintor se compromete a 
hacer un cuadro; y una repentina enfermedad de la vista le impide eje­
cutar la obra. Habiéndose celebrado el contrato con miras a la capaci­
dad excepcional del artista, el cumplimiento no admite ni siquiera las 
formas de la substitución. 

En general, tratándose de fuerza insuperable o de estado de necesi­
dad, es ostensible la imposibilidad de ejecución. 

CONCLUSIONES 

.En resumen podemos decir con Liebman, que en el ordenamiento de 
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los estudios procesales, el de ejecución se distingue por la gravedad de los 
efectos prácticos que lo acompañan, puesto que el acreedor tiende a la 
satisfacción de sus derechos, mientras que el deudor ve invadir su pa~ 
trimonio y disponer de la parte que sea necesaria a los fines de la jus~ 
ticia. 

Esta concepción simplista del procedimiento, revela fielmente la situa~ 
ción jurídica que ocupan las partes en la ejecución forzada. El deudor 
tiene limitadas sus defensas. En cambio, las pretensiones del reclamante 
se encuentran amparadas en una prueba preconstituiua, que debe valo~ 
rarse sin audiencia de la contraria, pero con arreglo a los principios de 
la materia, tanto en cuanto a su eficacia como en lo que se refiere a la 
relación obligacional. A veces el crédito nace en el momento de la ce­
lebración del contrato, en otras, tiene que transcurrir un término o so­
brevenir un hecho para que el crédito se produzca. 

La existencia de esos elementos se hallan comprobados generalmente 
dentro del mismo documento que sirve de título a la acción. Hay oca· 
siones, sin embargo, en que el hecho sin estar vinculado necesariamente 
en el tiempo, se realna fuera del documento, de tal manera que éste 
no puede reflejar la íntima convicción de su existencia. En tal hipóte. 
sis se impone la necesidad de las diligencias complementarias. 

Pueden surgir otras cuestiones tan importantes, como la imposibili­
dad y la forma anormal de ejecución. cuya solución concreta sólo es 
satisfactoria cuando se ajusta al sentido y a la finalidad de las nociones 
fundamentales. Hay que atender a la construcción teórica de la mate. 
ria, y en su caso, a las reglas supletorias aplicables. La teoría, sin em­
bargo. no es el fin de la investigación judicial, sino un medio de su ex­
plicación que debemos utili7.ar prudentemente. para que, comO ~l hilo 
de Teseo, nos haga salir triunfantes del laberinto de las abstracciones. 

Hay que recurrir, si es preciso, al derecho comparado y aun a las fuen. 
tes mismas de las instituciones, para aprovechar sus enseñanzas, con tal 
de que puedan adaptarse a las exigencias del medio_ 

De la anterior exposición y de este breve resumen se deducen los si. 
guientes puntos esenciales: 

1. Cuando la acción nO tenga como fundamento la sentencia, debe· 
rán examinarse cuidadosamente los requisitos del título, conforme a 
su contenido, para resolver sobre la ejecución. 

II_ Para llenar las deficiencias de la ley procesal en cuanto al cum­
plimiento forzado de las obligaciones. son supletorias las normas de 
derecho substantivo. 

III. Para que el contrato celebrado con cláusula resolutoria, sea titulo 
ejecutivo, es preciso que se demuestre que la condición se ha realizado 
con prueba auténtica o reconocida, y en su caso, que haya una previa 
declaración judiciaL 

IV. El que promueve un juicio ejecutivo anormal debe ser responsable 
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de los daños y perjuicios que cause, cuando el título en que se funde 
quede sin efectos. 

V. La fracción IX del artículo 544 del Código de Procedimientos Ci. 
viles es impropia para su objeto, porque el derecho de usufructo es ena­
jenable, y por tanto, no debe estar exceptuado de embargo. 

Finalmente, el mejoramiento del sistema será obra del futuro. Las 
corrientes socializadoras y las nuevas tendencias a considerar la relación 
jurídica, no como obta del legislador, sino como un fenómeno social 
que nace espontáneo y al que da fuerza ]a jurisprudencia, han de influir 
poderosamente en el procedimiento hasta lograr una fónnu]a más ade­
cuada a los fines de la justicia, obedeciendo a un sentimiento univer­
sal. pues, como es sabido, la realización efectiva de] derecho ha sido 
siempre el anhelo de todos los puehlos.' 

1 El presente trabajo fue leído por su autor en el Salón de !'lenos del H. Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales, en México, D. F., el 16 de 
agosto de 1944. 
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